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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre protección de la salud mental.
BOLETINES Nos 10.563-11 y 10.755-11, refundidos. 
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Salud tiene el honor de emitir un Nuevo Segundo Informe acerca de los proyectos de ley señalados en la suma, que fueron refundidos en la cámara de origen, iniciados en las mociones que a continuación se enuncian:


- el primero, sobre protección de la salud mental, fue propuesto por los Diputados señoras Karol Cariola Oliva, Loreto Carvajal Ambiado, Cristina Girardi Lavín y Marcela Hernando Pérez, señores Fidel Espinosa Sandoval, Iván Flores García, Fernando Meza Moncada y Víctor Torres Jeldes, y los ex Diputados señores Enrique Jaramillo Becker y Alberto Robles Pantoja, y

- el segundo, que establece normas de reconocimiento y protección de los derechos fundamentales de las personas con enfermedad o discapacidad mental, está suscrito por los Diputados señora Marcela Hernando Pérez, señores Juan Luis Castro González, Javier Macaya Danús y Víctor Torres Jeldes, y los ex Diputados señora Karla Rubilar Barahona, señores Claudio Alvarado Andrade, Sergio Espejo Yaksic, Nicolás Monckeberg Díaz y Jaime Pilowsky Greene. 


El proyecto de ley informado en general por esta Comisión fue aprobado por el Senado el 10 de julio de 2018, oportunidad en que se acordó abrir un plazo para presentar indicaciones hasta el día 30 del mismo mes. Con posterioridad, se acordó reabrir un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el día 13 de agosto de 2018.

La Comisión de Salud despachó el Segundo Informe con fecha 23 de noviembre de 2018. En sesión de 12 de marzo de 2019 el Senado, sin pronunciarse sobre el informe emitido, acordó devolverlo a esta Comisión, para un Nuevo Segundo Informe, y fijó un plazo para indicaciones que venció el 15 de abril siguiente. El 23 de mayo de ese año se fijó un nuevo plazo, que expiró el 07 de junio de 2019.
La opinión de la Corte Suprema acerca de las normas que atañen a las atribuciones de los tribunales de justicia fue consultada el 08 de noviembre de 2018, mediante Oficio N° 175-S de la Comisión de Salud. La respuesta se recibió después de emitido el Segundo Informe, el 11 de diciembre de 2018.
El Alto Tribunal da por superados inconvenientes que había advertido en etapas anteriores de la tramitación y recomienda concentrar en un cuerpo legal el régimen de internación de adultos mayores que no pueden manifestar su voluntad y de personas afectadas por una discapacidad mental, para evitar la dispersión de procedimientos y de autoridades intervinientes. Asimismo, sugiere oír al paciente en los trámites judiciales y que el rol del tribunal interviniente no esté restringido al trámite de autorización de la internación, sino que pueda extenderse a aspectos del tratamiento aplicado. Además, propone que la intervención del órgano judicial sea periódica, en los casos en que la internación se prolongue sucesivamente. También recomienda conciliar la posibilidad de internación de pacientes con las prohibiciones de crear nuevos establecimientos psiquiátricos y la internación de personas en los existentes. Finalmente, recomienda revisar los plazos de días para recabar informes, definiendo el inicio de los cómputos respectivos, a quien corresponde solicitarlos y el contenido de los mismos.
Como en el actual trámite reglamentario se ha introducido enmiendas a normas que atañen a los tribunales, nuevamente se ofició a la Corte Suprema, para recabar su opinión al respecto.
- - - - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Se deja constancia de que tienen rango de ley orgánica constitucional, por referirse a atribuciones de los tribunales de justicia, los artículos 14, 15, 18 y 21. Para su aprobación la Constitución Política de la República exige el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.
- - - - - -

A las sesiones en que la Comisión analizó este asunto asistieron, además de sus integrantes y de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel y Kenneth Pugh Olavarría, las siguientes personas:

Del Ministerio de Salud: el ex Ministro, señor Emilio Santelices; el Jefe de Gabinete, señor Pablo Pizarro; el Coordinador Legislativo, doctor Enrique Accorsi; los Asesores Legislativos, señores Gonzalo Arenas y Jorge Acosta; el Abogado, señor Jaime González, y el Periodista, señor David Lillo. 

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: Los Coordinadores, señora Kristin Strauben y señor Cristián Barrera. 

De la Corporación Coordinadora de organizaciones de Familiares Usuarios y Amigos de personas con Afecciones de Salud Mental, (CORFAUSAM): el Presidente, señor Miguel Rojas; el Presidente Regional Santiago, señor Alberto Carvajal; la Tesorera, señora Fresia Hernández; el Director, señor Manuel Barra, y el Asesor, señor Franco Arriarán.

De la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales (CONAPREM): la Coordinadora de la Secretaría Ejecutiva, señora Leonor Cifuentes.

De la Fundación Amigos del Tourette Chile: la Presidenta, señora Andrea Pizarro, y el Asesor señor Sebastián Van Der Straten Waillet.

La Enviada Especial del Secretario General de las Naciones Unidas, sobre Discapacidad y Accesibilidad, señora María Soledad Cisternas Reyes, acompañada del abogado, señor John Flen.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: Los Coordinadores, señora María Pilar Lambert y señor Eduardo Goldstein. 

De Fundación Jaime Guzmán: la señora Teresita Santa Cruz y el señor Matías Quijada. 

La Asesora de la Senadora señora Van Rysselberghe, señora Daniela Henríquez. 

Los Asesores de la Senadora señora Goic, señores Jorge Pereira y Gerardo Bascuñán.

El Asesor del Senador señor Chahuán, señor Marcelo Sanhueza y la Periodista señora Paola Astudillo. 

El Asesor del Senador Girardi, señor Víctor Quezada. 

El Asesor del Senador Quinteros, señor Jaime Junyent.

El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Benjamín Rug.

La Asesora del Comité PPD, señora Victoria Fullerton.
- - - - -

OBJETIVOS Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley tiene por objetivo reconocer y garantizar los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental y de quienes experimentan una discapacidad intelectual o síquica, desarrollando y complementando las normas constitucionales y legales chilenas que los consagran, así como las normas incluidas en instrumentos internacionales suscritos por Chile. También regula algunos derechos de los familiares y cuidadores de dichas personas.

El proyecto se estructura en 28 artículos permanentes. El artículo 25 contiene cinco enmiendas a la ley N° 20.584.
- - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO

El proyecto de ley en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:
- De la Constitución Política de la República, los ordinales 1°, 2°, 3°, 7°, 9° y 15° del artículo 19 y el artículo 21.

- Decreto N° 201, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2008, que promulga la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo.
- Decreto N° 570, del Ministerio de Salud, de 2000, que aprueba el reglamento para la internación de las personas con enfermedades mentales y sobre los establecimientos que la proporcionan.
- Del Código Sanitario, el Título V del Libro Cuarto, “De los ensayos clínicos de productos farmacéuticos y elementos de uso médico”, integrado por los artículos 111 A al 111 G, y el Libro VII, De la observación y reclusión de los enfermos mentales, de los alcohólicos y de los que presenten estado de dependencia de otras drogas y substancias”, compuesto por los artículos 130 a 134.
- Del Código Procesal Penal, el Título VII, Procedimiento para la aplicación exclusiva de medidas de seguridad, artículos 455 a 482.
- De la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, el Título II, “Derechos de las personas en su atención de salud”, conformado por los artículos 4 a 32.

- La ley N° 19.966, que establece un Régimen de Garantías en Salud.

- La ley N° 19.937, que modifica el D.L. Nº 2.763, de 1979, con la finalidad de establecer una nueva concepción de la autoridad sanitaria, distintas modalidades de gestión y fortalecer la participación ciudadana.

- La ley N° 20.120, sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana.

- La ley N° 18.600, sobre deficientes mentales.

- La ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

- La ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.
- Decreto N° 23, del Ministerio de Salud, de 2012, que crea la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales.
- - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:
I.- Artículos del proyecto aprobado en general que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones en el Segundo y el Nuevo Segundo Informe: 6 nuevo y 26 nuevo.
II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 2, 3, 7, 8, 12, 13, 14, 19, 23, 34, 41, 42, 44, 45, 46, 47, 48, 52, 53, 55, 56 y 57.
III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 5, 6, 15, 16, 17, 18, 20, 21, 24, 25, 28, 29, 30, 33, 43 y 49.
IV.- Indicaciones rechazadas: 1, 4, 9, 10, 11, 26, 27, 31, 32, 35, 36, 37, 38, 39 y 40. 
V.- Indicaciones retiradas: 50, 51 y 54.
VI.- Indicación declarada inadmisible: 22.
- - - - - 
EXPOSICIÓN PREVIA

La Comisión recibió en audiencia a la Enviada Especial del Secretario General de las Naciones Unidas, sobre Discapacidad y Accesibilidad, señora María Soledad Cisternas Reyes. 


La señora Cisternas manifestó que el proyecto en discusión tiene una trascendencia fundamental para el país. Declaró que en su versión inicial, del año 2017, el texto mostraba algunas falencias, pero que la versión actual exhibe mejoras que demuestran un avance.


Indicó que un proyecto de salud mental debe basarse en la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
, que es complementada por instrumentos elaborados por el Comité de Naciones Unidas, como el Comentario General N° 1, sobre igual reconocimiento como personas ante la ley; el N° 5, sobre la inclusión de la persona en la comunidad y la vida independiente, y por las Directrices sobre libertad y seguridad de la persona.


Señaló que un proyecto de esta envergadura debe profundizar, por ejemplo, en las directrices mencionadas, prohíben de manera absoluta cualquier privación de libertad.


El ordenamiento internacional obliga a que los Estados partes hagan una revisión de lo que consideran el riesgo para la persona y para terceros.


El artículo final del proyecto habla de desinstitucionalización, lo cual está en línea con los estándares internacionales contemporáneos, pero le falta algo que se enlaza con esto y que Naciones Unidas lo señala en los Comentarios Generales, relacionados con el artículo 19 de la Convención: se requiere una reforma integral que junto con la desinstitucionalización abra el acceso a los servicios que deben estar disponibles para la persona externada en la comunidad.


Los países deben promover políticas públicas que señalen plazos, normas de accesibilidad, presupuestos, para generar continuidad entre la desinstitucionalización y la inclusión de la persona en la comunidad, que es el paradigma de derechos humanos establecido por la Convención ratificada por Chile.


Precisó que se encuentran involucrados aspectos del consentimiento libre e informado, tanto en situaciones de internación “común”, por decirlo de alguna manera, como de internación en situaciones de crisis. Esto está regulado en las directrices del artículo 14 de la Convención
, cuestión que no ha sido considerada en el proyecto de ley. El respeto a la autonomía, voluntad y preferencias de la persona debe ser siempre el eje principal y el personal médico debe estar capacitado para promover ese consentimiento libre e informado, contenido que se vincula con el artículo 12, que no habla de voluntades sustitutivas ni de representantes legales, sino de la voluntad con apoyo, o sea, con la asistencia de personas que en mayor o menor medida, según lo necesite la persona, la apoya en la expresión de voluntad.


Hay también normas que prohíben la explotación, la violencia o el abuso en situaciones de internación; otras que introducen la perspectiva de género, de infancia y de personas mayores, pues ciertas formas de violencia y abuso en condiciones de internación constituyen tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes, asimilables a la tortura.


La normativa internacional se refiere también a la situación de personas recluidas por una medida privativa de libertad derivada de un hecho que reviste caracteres de delito. En esos casos, se regula incluso lo relativo a las supervisiones periódicas a realizar sobre esas personas en internación.


El artículo 13 de la Convención trata del acceso a la justicia en igualdad de condiciones. Recomendó revisar las causales de inimputabilidad, que impiden a una persona con discapacidad intelectual o psicosocial actuar para demostrar que no ha tenido participación en los hechos que se le imputan o que el hecho punible no existió exhortó a revisar esas normas del Código Penal chileno para perfeccionarlas.


En los casos en que una persona con discapacidad intelectual o psicosocial estuviese involucrada en un delito debe haber una aplicación concreta del sistema de justicia restaurativa.


Una norma trascendental, manifestó la expositora, que no está incluida en el proyecto de ley y que se relaciona con el artículo 25 de la Convención, es la que se refiere a la no discriminación en los seguros de salud. Un reciente fallo de la Corte Suprema de Chile
, que declara que no debe haber discriminación en los seguros de salud en razón de la condición de discapacidad intelectual de una persona, corrobora el principio. Desde luego, eso se debe hacer extensible a la prohibición de que los seguros de salud discriminen a personas con discapacidad psicosocial. 


Aseveró que en la práctica hay mucha discriminación en las prestaciones de psicología y de psiquiatría, tanto en términos de cobertura como en copagos; lo habitual es que los planes de salud ofrezcan cuatro atenciones por año, en circunstancias que es ampliamente sabido que se requieren muchas más atenciones.


El año 2016 Chile sometió al Comité de Naciones Unidas sobre Derechos de Personas con Discapacidad su informe inicial. El Comité hizo recomendaciones específicas en relación con el artículo 12, en orden a derogar normas del Código Civil que determinan la incapacidad absoluta y en cuanto a velar por la derogación de todas aquellas normas que menoscaban el consentimiento libre e informado de las personas. También se hicieron recomendaciones concretas a nuestro país, en relación al artículo 13 de la Convención, sobre acceso a la justicia.


En relación con el artículo 14, atingente a prohibición de restringir la libertad de las personas sobre la base de su discapacidad, se recomendó a Chile revisar el concepto de riesgo de la persona para sí misma o para terceros, que permite privar de libertad a muchas personas.


También hubo recomendaciones en relación con el artículo 16, sobre protección contra la explotación, la violencia y el abuso; el artículo 15, que trata de la protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes; en este aspecto sí se adoptó la recomendación de constituir una Comisión Independiente para Evaluación de la Tortura, que se deberá relacionar con el trato en los centros de atención psiquiátrica.


En relación con el artículo 19, sobre el derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad, se señaló a Chile la necesidad de instaurar una ley de salud mental y un plan de desinstitucionalización relacionado con la inserción en la comunidad y con oferta de todos los servicios con que debe contar la persona allí insertada.


Dejó a disposición de la Comisión una minuta
 que contiene ejemplos de artículos que requieren ser profundizados.


Finalmente señaló que las observaciones del Comité de Naciones Unidas advierten que la Comisión Nacional de protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales no cuenta con las atribuciones necesarias para ser una real protección, en cambio, la Comisión Argentina tiene facultades mucho más potentes, por lo que instó a hacer un estudio comparado de ambas legislaciones y anunció que en el mes de agosto de este año el Comité de Naciones Unidas elaborará nuevas preguntas para Chile y revisará si las recomendaciones que hizo en su oportunidad se han cumplido.

- - - - - -

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LAS NUEVAS INDICACIONES


En los dos plazos fijados para presentar indicaciones para este Nuevo Segundo Informe se presentaron 57 proposiciones de enmienda. Están formuladas al texto contenido en el Segundo Informe, que no fue votado en Sala, al texto aprobado en general o a la ley vigente. Serán tratadas según el orden correlativo de los preceptos en que inciden en el texto del proyecto de ley propuesto en el Segundo Informe.
ARTÍCULO 1


El inciso primero señala que la finalidad de esta ley es reconocer y proteger los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual. El inciso segundo declara que el pleno goce de los derechos humanos de estas personas se garantiza en el marco de la Constitución Política de la República y de los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y vigentes en nuestro país, derechos fundamentales que el Estado debe respetar y garantizar. Los incisos tercero y cuarto aprobados en general fueron eliminados en el trámite reglamentario de Segundo Informe; ellos establecían que la salud mental es de interés y prioridad nacional, es un derecho fundamental y componente del bienestar general, y que esta ley se aplicará a todos los servicios públicos o privados, cualquiera sea su forma jurídica.
Inciso primero


La indicación N° 1, del Honorable Senador señor Navarro, intercala en el inciso primero el vocablo “garantizar”, precedido de una coma, entre la expresión “Esta ley tiene por finalidad reconocer” y la expresión “y proteger los derechos”.

La Honorable Senadora señora Goic consultó sobre la pertinencia de emplear la palabra “garantizar” como verbo rector, o más bien es la Constitución Política de la República la que garantiza el derecho. En ese sentido, consultó si es suficiente aludir a reconocer y proteger, que es lo que se plantea en el texto aprobado en general y en el Segundo Informe.


- La indicación N° 1 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.
Inciso segundo


La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Sandoval, intercala en el inciso segundo, después de la expresión “respetarlos” y “garantizarlos”, la expresión “promoverlos”.

- La indicación N° 2 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros. 

ARTÍCULO 2


El inciso primero define qué se entiende por salud mental; el segundo enuncia los factores que la determinan; el inciso primero aprobado en general, que ha pasado a ser tercero, define qué se entiende por enfermedad o trastorno mental; el inciso segundo aprobado en general, que ha pasado a ser cuarto, define qué caracteriza a una persona con discapacidad psíquica o intelectual; los incisos tercero y cuarto aprobados en general han sido eliminados en el texto propuesto en el Segundo Informe, expresan que la enfermedad o la discapacidad puede ser transitoria o permanente y que el diagnóstico debe tener presente que la salud mental está determinada por los factores que indica.

El Segundo Informe modificó el inciso primero, que pasó a ser tercero: en la definición de enfermedad o trastorno mental reemplazó la expresión “que sobreviene a” por “que presente una” y agregó al final, antes del punto aparte, la frase “establecida conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.422”, precedida de una coma.

Este artículo recibió las indicaciones 3, 4, 5 y 6.

Inciso primero

La indicación N° 3, del Presidente de la República, intercala en el inciso primero el término “, niñas” entre las expresiones “niños” e “y adolescentes”.

El Honorable Senador señor Chahuán expresó que la indicación adopta el fraseamiento internacional aceptado, en lo que respecta a la protección de los niños, niñas y adolescentes. Nuestra legislación ha venido adoptando la fórmula paulatinamente, por lo cual estimó que la indicación debería aprobarse.


- La indicación N° 3 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros. 


La indicación N° 4, del Honorable Senador señor Sandoval, agrega en el inciso primero, en punto seguido, el siguiente texto: “En el caso de las personas mayores la salud mental consiste en un estado de bienestar en el que ellas están conscientes de sus capacidades y limitaciones, con las que pueden afrontar las tensiones normales de sus vidas, realizando aportaciones valiosas a la sociedad como miembros activos de la familia, voluntarios y participantes activos en la fuerza de trabajo.”.

El asesor legislativo señor Jaime González manifestó que el Ejecutivo no está de acuerdo con esta indicación, en primer lugar, porque no cumple con el estándar de la OMS, que define la salud como el completo estado de bienestar y en indicación omite la palabra “completo”. Por otra parte, sostuvo que establece una definición que puede variar, según cambien las prácticas médicas. 


- La indicación N° 4 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

- - - - -


La indicación N° 5, de la Honorable Senadora señora Goic, agrega el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Se entenderá por Salud mental el estado de bienestar en que cada persona puede realizar su propio potencial, pudiendo lidiar con el estrés de su vida, estudiar y trabajar fructíferamente, y ser capaz de contribuir a la comunidad.”

La Honorable Senadora señora Goic reparó los términos “en forma productiva”, que sigue a la palabra “trabajar” en el inciso primero de este artículo y propuso eliminarlos.


El abogado señor Jaime González señaló que en el texto propuesto por el Ejecutivo, aprobado por la Comisión, no contiene una definición propiamente tal de salud mental, sino que se refiere a los determinantes de la misma y no intenta definirla, por lo complejo que es.


- La indicación N° 5 fue aprobada con modificaciones, quedando subsumida en el inciso primero ya aprobado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

- - - - -

La indicación N° 6, Del Presidente de la República, suprime en el inciso primero del artículo 2°, que pasó a ser tercero y al que se adicionó una frase en virtud de los acuerdos alcanzados en el Segundo Informe, la frase “, establecida conforme a lo dispuesto en la ley N° 20.422”.

La Honorable Senadora señora Goic señaló que esta indicación es correcta, porque no necesariamente una persona que tiene un problema o enfermedad de salud mental es discapacitada. Por ejemplo, alguien que sufre depresión no está en condición de discapacidad.


- La indicación N° 6 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

ARTÍCULO 3


El precepto aprobado en general reconoce como derecho básico de las personas con enfermedad mental o con discapacidad intelectual o psíquica, el derecho a la igualdad y no discriminación, a la participación, a la libertad y autonomía personal; a la prohibición de tratos crueles, inhumanos y degradantes, y a la aplicación del principio del ambiente menos restrictivo de la libertad personal, así como los demás derechos garantizados a las personas en los instrumentos internacionales relacionados con la materia y ratificados por Chile.

Fue reemplazado en el Segundo Informe por una norma que señala los principios por los que debe regirse la aplicación de esta ley. Organizados en nueve numerales, son los siguientes:


a) El reconocimiento a la persona de manera integral, considerando sus aspectos biológicos, psicológicos, sociales y culturales, como constituyentes y determinantes de su unidad singular.


b) El respeto a la dignidad inherente de la persona humana, la autonomía individual, la libertad para tomar sus propias decisiones y la independencia de las personas.


c) La igualdad ante la ley, la no discriminación arbitraria, con respeto y aceptación de la diversidad de las personas, como parte de la condición humana y la igualdad de género.


d) La promoción de la salud mental, con énfasis en los factores determinantes del entorno y los estilos de vida de la población.


e) La participación e inclusión plena y efectiva de las personas en la vida social.


f) El respeto a la evolución de las facultades de niños y adolescentes, y su derecho a la autonomía progresiva y a preservar y desarrollar su identidad.


g) La equidad en el acceso, continuidad y oportunidad de las prestaciones de salud mental, otorgándoles el mismo trato que a las prestaciones de salud física.


h) El derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad; a la protección de la integridad personal; a no ser sometido a tratos crueles, inhumanos y degradantes, y el derecho a gozar del más alto nivel posible de salud, sin discriminación por motivos de discapacidad, así como los demás derechos garantizados a las personas en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


i) La accesibilidad universal, tal como la define la ley N° 20.422.”.

Recibió las indicaciones 7, 8 y 9.
Letra f)


La indicación N° 7, del Presidente de la República, reemplaza el literal f) por el siguiente:


“f) El respeto al desarrollo de las facultades de niños, niñas y adolescentes, y su derecho a la autonomía progresiva y a preservar y desarrollar su identidad.”.

El Honorable Senador señor Chahuán acotó que esta propuesta también está en la línea de incorporar la nueva nomenclatura en uso, que se refiere a niños, niñas y adolescentes.


- La indicación N° 7 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

Letra h)


La indicación N° 8, del Honorable Senador señor Girardi, reemplaza en la letra h) la conjunción copulativa “y” antecedida por la palabra “inhumanos” y seguida por la palabra “degradantes”, por la conjunción adversativa “o”.

La Comisión estimó adecuada la corrección, pues la conjunción copulativa “y” determina que, para ser abominable, el trato debe reunir las tres características, esto es, cruel, inhumano o degradante. En cambio, la conjunción disyuntiva “o” lo hace repudiable cuando presenta cualquiera de ellas.


- La indicación N° 8 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

Letra j)


La indicación N° 9, del Honorable Senador señor Sandoval, agregar a este artículo una letra j) nueva, redactada como se consigna a continuación:


“j) La promoción de hábitos activos y saludables de la salud mental de las personas mayores en forma continua e integral.”.


La Honorable Senadora señora Goic informó que los tres Senadores presentes son parte de la Comisión Especial del Adulto Mayor y tienen un compromiso con esas personas. Agregó que están a la espera de la presentación y tramitación de un proyecto de ley que tratará de forma integral los derechos de las personas mayores. 


Dijo entender que el sentido de lo planteado por el Senador señor Sandoval tiene que ver con visibilizar a los adultos mayores; sin embargo, el mencionado proyecto está concebido de manera de hacerse cargo de todo el ciclo de vida de las personas y no está acotado a un grupo etario determinado. 


Consideró que el principio definido en la letra d) de este artículo, “promoción de la salud mental, con énfasis en los factores determinantes del entorno y los estilos de vida de la población”, contiene los hábitos activos y saludables propios de la salud mental de las personas mayores.


El Honorable Senador señor Chahuán, sin perjuicio de coincidir con lo planteado por la Senadora señora Goic, señaló que es alarmante la situación de la salud mental de las personas mayores, que muestran altas tasas de suicidio. La edad es la segunda mayor tasa de suicidio en América Latina: 13,6% por cada 100.000 habitantes.


Consultó por la opinión del Ejecutivo en este tema, toda vez que en varias disposiciones del proyecto se incluye a niños niñas y adolescentes y tal vez se podría incorporar menciones especiales para las personas mayores. 

El abogado señor Jaime González explicó que lo sustantivo de esta indicación está incluido en el articulado ya aprobado, sin perjuicio de lo cual, si se opta por aprobarla, recomendó eliminar la palabra “mayores”, porque la ley pretende incluir a todas las personas.


- La indicación N° 9 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

ARTÍCULO 4


Su inciso primero reconoce a las personas que adolecen de enfermedad mental, de discapacidad intelectual o de discapacidad psíquica la plenitud de los derechos contemplados en el Título II de la ley Nº 20.584. 

El inciso segundo del artículo 4 aprobado en general dispone que, cuando no se pueda otorgar el consentimiento para una determinada acción de salud, se deberá dejar siempre constancia escrita en la ficha clínica, suscrita por el director del establecimiento, y el inciso tercero agrega que para el ejercicio del derecho a ser informado se deberán emplear los medios y tecnologías adecuados para su comprensión.

Especial referencia merecen los artículos 14 y 15 de esa ley, que tratan del consentimiento informado para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a la atención de salud y de los casos en que no se requerirá esa manifestación de voluntad, a saber, si la falta de aplicación de los procedimientos, tratamientos o intervenciones supone un riesgo para la salud pública; si la condición de salud o cuadro clínico de un paciente que no se encuentra en condiciones de expresar su voluntad y no hay quien lo represente o tenga a su cuidado, implica riesgo vital o secuela funcional grave para él, de no mediar atención médica inmediata e impostergable, y si la persona se encuentra en incapacidad de manifestar su voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal.

En el Segundo Informe de esta Comisión se sustituyó el inciso primero del artículo 4 por cinco nuevos incisos, se modificó el inciso segundo y se eliminó el tercero.


Para este Nuevo Segundo Informe se ha formulado una sola indicación, que afecta los incisos primero y segundo del precepto aprobado previamente y le agrega incisos quinto, séptimo y octavo, nuevos.


La indicación N° 10, del Honorable Senador señor Girardi, está compuesta por cinco literales.


La letra a) afecta el inciso primero del artículo 4, que establece el derecho de las personas a ejercer un consentimiento libre e informado, respecto de tratamientos o alternativas terapéuticas que les sean propuestos, para lo cual se articularán apoyos para la toma de decisiones, con el objetivo de resguardar su voluntad y preferencias. La indicación propone reemplazar el punto final de este inciso por una coma, y agregar la siguiente frase: “la que deberá otorgarse exenta de todo vicio.”

El señor Jaime González manifestó su desacuerdo con la indicación porque acreditar una voluntad sin vicio requiere un procedimiento judicial. 


La letra b) modifica el segundo inciso del artículo 4, que dispone que desde el ingreso de la persona a un servicio de atención en salud mental será obligación del establecimiento integrarla a un plan de consentimiento libre e informado, como parte de un proceso permanente de acceso a información para la toma de decisiones. La indicación intercala entre la frase: “consentimiento libre e informado,” y la frase “como parte de un proceso permanente”, la siguiente frase: “, el cual debe ser otorgado proporcionalmente al grado de dificultad que presente la persona,”

La Honorable Senadora señora Goic hizo ver  lo complejo que es establecer una proporción, el grado de dificultad operativa que afecta a una persona. 

La letra c) agrega los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“El órgano administrativo competente, asegurará y supervigilará a los grupos de apoyo y equipos que acompañen la toma de decisiones, impidiendo abusos e influencias indebidas sobre la voluntad y preferencia de la persona. 


Las salvaguardias serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las personas.”.


El abogado señor Jaime González expuso que las indicaciones del Ejecutivo establecen un mecanismo de control y salvaguardia que se ajusta a los requisitos de legalidad que debe respetar el juez de letras llamado a conocer una internación involuntaria; por tanto, esta letra c) no está en armonía con lo propuesto por el Ejecutivo, recogiendo los comentarios de la Corte Suprema.


La letra d) agrega el siguiente inciso séptimo, nuevo: 

“El consentimiento expresado para que sea válido debe ser libre y serio.”

La Comisión estimó que la voluntad siempre debe ser seria; la indicación no parece pertinente, porque el principio está recogido en la normativa del Código Civil sobre formación y expresión de la voluntad.

La letra e) agrega el siguiente inciso octavo, nuevo: 

“Se prohíbe sustituir la voluntad de la persona.”    

- Puestas en votación una a una las letras de la indicación N° 10, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

ARTÍCULO 5

Establece el deber del Estado de promover la atención en salud mental interdisciplinaria, preferentemente de forma ambulatoria y con las finalidades de reforzar y desarrollar los lazos sociales, la inclusión y la participación del paciente en la vida social. El inciso tercero expresa que la hospitalización psiquiátrica se entiende como un recurso excepcional y transitorio.

En nuestro Segundo Informe se corrigió un aspecto formal de la redacción del primer inciso; se intercaló uno segundo, nuevo, que dispone que se debe promover la incorporación de usuarios de los servicios y personas con discapacidad, en los equipos de acompañamiento terapéutico y recuperación; se sustituyó el inciso segundo, que pasó a ser tercero, para agregar la posibilidad de atención domiciliaria en los niveles primario y secundario de salud, y se especificó en el inciso tercero, que pasó a ser cuarto, que la hospitalización psiquiátrica es un recurso esencialmente transitorio.

La indicación N° 11, del Honorable Senador señor Sandoval, incluye la disciplina de “geriatría”, entre las que confieren carácter interdisciplinario a la atención en salud mental, además de psiquiatría, psicología, trabajo social, enfermería y demás disciplinas pertinentes.

El abogado señor Jaime González advirtió que no están dadas las condiciones materiales para la formación en geriatría, que existe una brecha importante en la materia. Parece suficiente una redacción que menciona a profesionales de distintas áreas de la medicina e integra otras disciplinas pertinentes, uno de los cuales podrá eventualmente ser un geriatra. 


El Honorable Senador señor Chahuán sostuvo que no contar con suficiente oferta en la disciplina de geriatría no es un problema del estatuto de garantías para la salud mental, sino que pone de manifiesto una carencia atribuible al Estado, que se debe resolver. Sugirió aprobar la indicación, para compeler a las autoridades competentes para que promuevan e implementen la formación de especialistas, particularmente de geriatras. 


El asesor del Ministerio de Salud, doctor Jorge Acosta, señaló que este proyecto de ley funda una ley general, si se incorpora en la redacción la especialidad de geriatría, también se deberá incorporar a especialistas como los infanto-juveniles o los médicos de familia, detallando la particularidad de cada patología de salud mental en que les cabría intervenir. No ocurre lo mismo con el psiquiatra, porque es el especialista en salud mental de amplio espectro, sin que esté limitado por la etapa de la vida en que está el paciente.


Subrayó que es importante mantener la redacción como está, porque en la ciencia médica hay factores adicionales que evolucionan, no solamente los que tienen que ver con la etapa del desarrollo del paciente. Compartió la necesidad de potenciar la formación de especialistas.


- La indicación N° 11 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Chahuán y Quinteros.

- - - - -

ARTÍCULO 6, nuevo

Incorporado en el trámite reglamentario de Segundo Informe, no recibió indicaciones. Ordena a los comités de ética de los establecimientos de salud, la Comisión Nacional y las Comisiones Regionales de Protección de Derechos de Personas con Enfermedades Mentales, ajustar su labor a las disposiciones de la presente ley, promoviendo y vigilando la armonización de las prácticas institucionales con un enfoque de derechos humanos en discapacidad y salud mental.
- - - - -

ARTÍCULO 7 (ex 6)

El precepto aprobado en general impide que un diagnóstico de salud mental se base exclusivamente en criterios relacionados con el grupo político, socioeconómico, cultural, racial o religioso de la persona, ni con su identidad u orientación sexual y añade que para ello tampoco será determinante la hospitalización previa de una persona que se encuentre o se haya encontrado en tratamiento sicológico o psiquiátrico.

En el Segundo Informe fue sustituido por otro, al que corresponde el número 7, en vista de la inserción de un artículo 6, nuevo. El precepto de reemplazo parte por una afirmación, en el sentido de que el diagnóstico del estado de salud mental debe establecerse conforme dicte la técnica clínica, considerando variables biopsicosociales, para luego recoger los criterios en que no puede basarse, como son el grupo político, socioeconómico, cultural, racial o religioso de la persona o su identidad u orientación sexual, entre otros. Tampoco será determinante la hospitalización psiquiátrica previa. 

La indicación N° 12, del Presidente de la República, intercala la expresión “el antecedente de” entre la palabra “determinante” y la frase “la hospitalización”.

- La indicación N° 12 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.

- - - - -

ARTÍCULO 8, nuevo

Este artículo fue agregado en el trámite de Segundo Informe. Determina que las consecuencias en la salud mental que son producto de la violencia y discriminación que pueda afectar a grupos vulnerables en el ejercicio de sus derechos, deben abordarse desde las perspectivas de derechos, de género y de pertinencia cultural, según corresponda. Si hubiere indicios de posible vulneración por motivo de violencia física, psíquica, sexual, económica u otra, se dará prioridad a la atención y detección de aquellas circunstancias, resguardando a la persona de las injerencias del entorno que pudieran estar contribuyendo a afectar su salud mental. El inciso segundo dispone que, además de prestar la atención de salud, corresponde denunciar el hecho a la autoridad y vincular a la persona con redes de apoyo social y legal.

La indicación N° 13, del Honorable Senador señor Girardi, intercala entre la palabra: “sexual,” y la palabra: “económica”, la siguiente frase: “de género,”.

- La indicación N° 13 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.
TÍTULO II

Lleva el siguiente epígrafe:

“De los derechos fundamentales de las personas 
con enfermedad mental, con discapacidad intelectual o psíquica”.


En el Segundo Informe se lo reemplazó por el que se indica a continuación:

“De los derechos de las personas en situación de
discapacidad psíquica o intelectual y de las personas usuarias
de los servicios de salud mental”.

La indicación N° 14, del Presidente de la República, sustituye la expresión “en situación de” por la conjunción “con”.

- La indicación N° 14 fue aprobada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.
ARTÍCULO 9 (ex 7)

Reconoce que la persona con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual goza de todos los derechos que la Constitución Política de la República garantiza a todas las personas, para enunciar a continuación once derechos específicos; el inciso segundo y final obliga a quienes otorgan prestaciones de salud mental a publicar ese catálogo.

En el Segundo Informe este artículo fue reemplazado. El texto sustitutivo reemplaza el concepto de gozar de derechos constitucionalmente garantizados por el de ser titular de los mismos y luego lista 14 derechos determinados y concluye con un inciso que conserva la obligación de publicar el catálogo. 

Recibió las indicaciones Nos 15 a 19, que atañen a los numerales 4, 5, 6, 7 y 9, y Nos 20 a 22, que proponen nuevos numerales.

El numeral 4 asegura el derecho del paciente a participar activamente en su plan de tratamiento, habiendo expresado su consentimiento libre e informado. 


La indicación N° 15, del Presidente de la República, lo reemplaza por uno que, luego de repetir el texto aprobado en el Segundo Informe, agrega dos oraciones que estipulan que las personas que tengan limitaciones para expresar su voluntad y preferencias deben ser asistidas para ello y que no se podrá realizar algún tratamiento sin considerar su voluntad y preferencias.

El Honorable Senador señor Letelier manifestó estar en contra de la indicación, porque en la tramitación del proyecto de ley en estudio se eliminó algo que se discutió en el primer trámite, que tiene que ver con las personas dependientes de ciertas drogas, en particular de pasta base, adicción que causa pérdida de voluntad. Se había acordado en esa primera etapa de este trámite legislativo que estas personas serían tratadas como afectadas por una enfermedad mental. 


Esto se origina en un debate entre psiquiatras: si la adicción es una enfermedad o condición. Si se opta por calificarla como enfermedad, dado que pierden su voluntad, pueden ser internados contra su voluntad, para desintoxicarlos; de lo contrario no tendrán la posibilidad de rehabilitarse. Lo adecuado es no dejar desprotegido a un grupo amplio de la población de nuestro país concluyó Su Señoría.  


El Honorable Senador señor Chahuán indicó que hay instrumentos internacionales vigentes en Chile que impiden la internación de personas contra su voluntad; sin embargo, es necesario hacerse cargo de este problema. Actualmente las personas con algún tipo de adicción pierden la capacidad de tomar la decisión de iniciar un proceso de rehabilitación y finalmente hay casos que concluyen con juicios declaratorios de interdicción. Consultó sobre la disposición del Ejecutivo para estudiar la forma de ajustar el texto en el sentido propuesto por el Senador señor Letelier.


El Honorable Senador señor Girardi sostuvo que el tema es delicado, porque hay convenciones internacionales que protegen a las personas con discapacidad mental o con alguna situación de salud mental, que no pueden ser obligadas a un determinado tratamiento. Corresponde generar un mecanismo preciso que establezca las condiciones para que una persona que por su adicción carece de voluntad propia, como es el caso de quienes consumen drogas duras, pueda ser internada obligatoriamente, precisando en qué circunstancia es posible hacerlo y quiénes están llamados a tomar la decisión; para ello sería adecuado facultar a una comisión o comité ético.


El Honorable Senador señor Quinteros señaló que esta es la oportunidad para legislar sobre el tema propuesto por el Senador Letelier. Recordó que el Ejecutivo en su oportunidad indicó que no debería estar en este proyecto de ley.


El abogado señor Jaime González manifestó que el Ejecutivo propone, en las indicaciones Nos 23 y siguientes, un procedimiento que cuenta con una serie de requisitos exigibles y controlables, para proceder a la internación involuntaria. 


Haciéndose cargo de lo señalado por el Senador señor Letelier sostuvo que la internación involuntaria no se circunscribe al tratamiento de una sola patología. En cuanto a las condiciones para hacerla efectiva, se requiere la prescripción de un médico, la inexistencia de una alternativa menos restrictiva y más eficaz, un informe relativo a las acciones de salud que se va a realizar y que ellas tengan una finalidad exclusivamente terapéutica; además, se agregó el señalamiento del plazo de hospitalización involuntaria y del tratamiento que se va a seguir.


No parece razonable que una instancia judicial o un equipo jurídico, que no tienen las competencias para resolver una internación involuntaria, sean quienes resuelvan; es un ámbito de competencia exclusiva y excluyente de los profesionales de la salud. 


El Honorable Senador señor Letelier declaró que este tema pone a prueba la auténtica voluntad del Ejecutivo de combatir la angustia que viven decenas de miles de familias de nuestro país. Los adictos a la pasta base requieren ser desintoxicados; en la Ley de Presupuestos de 2019 hubo dos mil millones de pesos asignados a esa finalidad. El Ministerio de Salud está atrasado en la tarea, los convenios que debe suscribir con el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA) exigen que esos recursos se destinen a desintoxicación fuera de los hospitales, de manera de evitar la ocupación de camas, precisamente porque hay conciencia del número de personas que padecen este problema. La dependencia de la pasta base no constituye un brote psicótico, sino que es otra realidad. Su Señoría lamentó que el Ejecutivo entrabe sistemáticamente la posibilidad de que el Estado se haga cargo del problema.

Hay psiquiatras que estiman que la adicción es un estado, una condición y, por tanto, es un problema de la voluntad. Opinó finalmente que en este punto se debería escuchar al SENDA.

- La indicación N° 15 fue aprobada con modificaciones formales menores, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Chahuán, Girardi y Quinteros.


El numeral 5 dispone que para toda intervención médica o científica de carácter invasivo o irreversible, incluidas las de carácter psiquiátrico, se requiere que el paciente manifieste su consentimiento libre e informado, a menos que se encuentre en alguno de los casos de excepción contenidos en el artículo 15 de la ley N° 20.584
. Este numeral es afectado por las indicaciones Nos 16 y 17.

La indicación N° 16, del Honorable Senador señor Girardi, elimina la frase: “salvo que se encuentre en alguno de los casos del artículo 15 de la ley Nº 20.584”.

La indicación N° 17, del Presidente de la República, reemplaza la frase “alguno de los casos” por “los casos de las letras a) y b)”.

Fueron tratadas conjuntamente.


Las letras a) y b) del artículo 15 se refieren a dos de las situaciones en que la manifestación de voluntad es prescindible, a saber, si la falta de aplicación procedimiento, tratamiento o intervención supone un riesgo para la salud pública, y si la condición de salud o cuadro clínico implica riesgo vital o secuela funcional grave, de no mediar atención médica inmediata e impostergable; la letra c) agrega la hipótesis de que el paciente no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, apoderado o persona a cuyo cuidado se encuentre.

El abogado señor Jaime González destacó que la indicación N° 17, propuesta por el Ejecutivo, elimina la última causal señalada en el artículo 15 de la ley 20.584, con lo que recoge en parte la propuesta que hace el Senador señor Girardi en su indicación N° 16.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que el núcleo de la discusión gira en torno a la amplitud del concepto “riesgo para la salud pública”, que ocupa la letra a) del artículo 15 de la ley 
N° 20.584, argumento que no siempre se invoca en función de la salud pública. Cuando se regula la restricción de derechos fundamentales de las personas la redacción debe ser cuidadosa, sin ambigüedades ni amplitudes. En este caso una persona pierde sus derechos fundamentales cuando hay riesgo para la salud pública, que es un concepto extremadamente genérico.


El abogado señor Jaime González propuso mantener solo la segunda causal, establecida en la letra b) del artículo 15 de la ley 20.584, esto es, que no se requerirá la manifestación de voluntad en aquellos casos en que la condición de salud o cuadro clínico de la persona implique riesgo vital o secuela funcional grave, de no mediar atención médica inmediata e impostergable y el paciente no se encuentre en condiciones de expresar su voluntad ni sea posible obtener el consentimiento de su representante legal, de su apoderado o de la persona a cuyo cuidado se encuentre, según corresponda.

El Honorable Senador señor Girardi estuvo de acuerdo con la propuesta, porque ese literal describe una situación más específica y razonable.

La Comisión acordó aprobar con modificaciones ambas indicaciones, reemplazando la frase “alguno de los casos” por “el caso de la letra b)” 


- Las indicaciones N°s 16 y 17 fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.


El numeral 6 alude al reconocimiento y garantía de los derechos sexuales y reproductivos del paciente, a ejercerlos dentro del ámbito de su autonomía, a recibir apoyo en igualdad de condiciones con las demás personas y a orientación para su ejercicio.

La indicación N° 18, del Honorable Senador señor Girardi, intercala entre la palabra “autonomía” y la frase “a recibir apoyo”, la frase: “a que le sean garantizados condiciones de accesibilidad,”


- La indicación N° 18 fue aprobada con modificaciones de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.


El numeral 7, compuesto por dos párrafos, se refiere al derecho de la persona a no ser esterilizada sin su consentimiento libre e informado y prohíbe la esterilización de niños y adolescentes o como medida de control de fertilidad. Si se trata de una persona que no puede manifestar su voluntad o no sea posible desprender su preferencia o se trate de un niño o adolescente, sólo se utilizarán métodos anticonceptivos reversibles.

El numeral 9 asegura el derecho a recibir una atención con enfoque de derechos y dispone que los establecimientos que otorguen prestaciones psiquiátricas en la modalidad de atención cerrada deberán contar con un comité de ética asistencial, conforme lo dispone el artículo 20 de la ley N° 20.584.

La indicación N° 19, del Presidente de la República, intercala en ambos párrafos del numeral 7 de este artículo la palabra “niñas”, precedida de una coma, entre la palabra “niños” y la expresión “y adolescentes”. Además, incide en el numeral 9, del que suprime la palabra “asistencial”.

- La indicación N° 19 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.


La Comisión advirtió, en uso de la facultad del artículo 121 del Reglamento del Senado, que similar ajuste debe hacerse en otras disposiciones, para mantener un criterio homogéneo al respecto. 


La indicación N° 20, del Honorable Senador señor Bianchi, incorpora un nuevo número, que asegura el derecho a no ser discriminado ni estigmatizado por padecer o haber padecido una enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual.


El Honorable Senador señor Chahuán sugirió eliminar las palabras “ni estigmatizado”, lo que la Comisión acogió.


- La indicación N° 20 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi y Quinteros.


La indicación N° 21, de la Honorable Senadora señora Goic, agrega un número nuevo del siguiente tenor:

“12. A no recibir discriminación por su condición en cuanto a prestaciones o coberturas de salud, así como la posibilidad de inclusión educativa o laboral.”.


El abogado señor Jaime González observó que la indicación N° 20, recién aprobada, es suficientemente amplia y, por tanto, debe entenderse que comprende toda forma de discriminación. Citar expresamente determinados casos da pábulo para concluir que los no mencionados quedan excluidos.

En otro orden de cosas. Advirtió un eventual problema de admisibilidad, en el sentido de que garantizar la inclusión educativa o laboral puede afectar, en algunos casos, a establecimientos del sector público y ello conllevar costos, o constituir beneficios económicos para trabajadores del sector privado.

La Honorable Senadora señora Goic señaló que se busca instalar un principio de ecuanimidad, de manera que no haya restricción de cobertura a prestaciones de salud mental que sí se otorgan tratándose de prestaciones que corresponden a salud física. Afirmó que actualmente el sistema de salud discrimina: cuesta entender que se limite la cantidad de veces que una persona puede asistir a la terapia proporcionada por un psicólogo y no ocurre lo mismo con consultas a un gastroenterólogo, por ejemplo. 

Hizo también presente que la garantía del derecho a la educación incorpora actualmente temas de inclusión y que en materia laboral también hay un avance; la propuesta es consistente con ello, afirmó Su Señoría.


La Comisión resolvió sustituir la frase “la posibilidad de inclusión educativa o laboral” por la siguiente: “en su inclusión educacional o laboral” y reemplazó la palabra “recibir”, escrita antes del término “discriminación”, por el término “sufrir”.

- La indicación N° 21 fue aprobada con esas modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Chahuán, Girardi y Quinteros.


La indicación N° 22, del Honorable Senador señor Quinteros, agrega un numeral que asegura el derecho al pago inmediato del subsidio por incapacidad laboral y regula el procedimiento para que el pagador del beneficio pueda objetarlo.

El señor Jaime González manifestó que la indicación incursiona en una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, toda vez que el pago inmediato afecta a la administración financiera del Estado y, a la vez, se regula una componente de seguridad social.


El Honorable Senador señor Girardi defendió la importancia de la indicación, porque la mayoría de las licencias por problemas de salud mental son rechazadas por funcionarios que no tienen ninguna competencia en la materia. Sugirió mantener al menos aquella parte de la indicación que se refiere a la obligatoriedad de que la evaluación sea efectuada por profesionales idóneos para ello.


Expresó que las patologías que afectan la salud mental muestran una de las mayores prevalencias en Chile; los obligados al pago del subsidio por Incapacidad Laboral, amparados en la visión economicista imperante, se niegan a reconocer a las dolencias mentales su carácter de enfermedad; luego la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez (COMPIN) rechaza sistemáticamente las licencias médicas por enfermedad mental, patologías que muchas veces pueden ser tan limitantes como cualquier otra enfermedad grave.


Insistió en consolidar el principio de que sólo puede rechazar una licencia médica una persona con idoneidad para hacerlo. 


El Honorable Senador señor Chahuán comentó que en los últimos días se han dado casos de pacientes desesperados por la falta de pago oportuno del subsidio por incapacidad laboral, irregularidad que se da particularmente tratándose de licencias psiquiátricas. El motivo aducido es la falta de funcionarios de la salud competentes para revisar esas licencias, las que se acumulan en espera de informes y la COMPIN no tiene plazo para resolver. Añadió que no puede ocurrir que el trabajador deba sufrir las consecuencias de la burocracia del sistema. 


Solicitó al Ejecutivo fijar un plazo máximo para la resolución de las licencias médicas, particularmente las psiquiátricas.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que el problema de la COMPIN es que es no hay médicos psiquiatras que evalúen las licencias. 


A solicitud del Senador señor Letelier se ofició a la Subsecretaria de Salud Pública para solicitarle informe sobre la dotación de médicos con que cuenta COMPIN en cada región, cuantas horas dedican al servicio y duración asignada al estudio de cada licencia. La respuesta se encuentra entre los documentos publicados en el sitio web del Senado, asociados al Boletín N° 10.563-11.

El Honorable Senador señor Quinteros consultó la posibilidad de redactar esta indicación de modo de que quienes revisen las licencias relacionadas con esta materia sean profesionales con las competencias necesarias en salud mental.


El doctor Jorge Acosta manifestó que la indicación en estudio supera las ideas matrices del proyecto de ley; no obstante, se entiende la aprensión de los señores Senadores. Explicó que se ha propuesto una reforma estructural al COMPIN y que uno de los principales problemas comprobados que demoran el pago es la emisión de licencias médicas no electrónicas. Muchos médicos que han extendido licencias médicas en exceso no lo hacen de manera electrónica y el Ministerio de Salud no tiene la facultad de obligar a que todos los médicos emitan licencias electrónicas.


El Honorable Senador señor Girardi planteó que es función de los parlamentarios defender a los pacientes; el Estado tiene instrumentos para perseguir penalmente a los médicos que defraudan la ley. Pero no es tolerable que personas inocentes deban pagar omisiones y negligencias del Estado. Insistió en que la indicación N° 22 debe ser aprobada, aunque el Ejecutivo pueda recurrir ante el Tribunal Constitucional. 


- La indicación N° 22 fue declarada inadmisible por la señora Presidenta de la Comisión.

ARTÍCULO 10 (ex 8)

La norma aprobada en general determina que la prescripción y administración de medicación psiquiátrica se realizará exclusivamente con fines terapéuticos y nunca como castigo, por conveniencia de terceros o para suplir la necesidad de acompañamiento terapéutico o de cuidados especiales.  La prescripción sólo puede realizarse a partir de evaluaciones profesionales pertinentes y nunca de forma automática.


En el Segundo Informe se suprimió la frase “y nunca como castigo, por conveniencia de terceros o para suplir la necesidad de acompañamiento terapéutico o cuidados especiales” y se sustituyó la frase “y nunca de forma automática”, por la siguiente: “debiendo la persona ser atendida periódicamente por el profesional competente”.

No fue objeto de indicaciones en este trámite.

ARTÍCULO 11 (ex 9)


El artículo aprobado en general expresa que la hospitalización psiquiátrica es una medida terapéutica excepcional y describe las circunstancias que la justifican; debe restringirse al tiempo estrictamente necesario conforme a la práctica médica.

En el trámite de Segundo Informe fue reemplazado, para añadir que la medida es esencialmente transitoria; además, se eliminó la frase “conforme a la práctica médica” y, en lugar de aludir a “pacientes hospitalizados”, se hace referencia a “personas hospitalizadas”.


No tuvo indicaciones en este trámite.

ARTÍCULO 12 (ex 10)

Descarta la posibilidad de que la hospitalización psiquiátrica se indique para solucionar problemas sociales o de vivienda. El segundo inciso señala que nadie puede permanecer hospitalizado indefinidamente, en razón de una discapacidad o por razones sociales; también obliga al prestador a agotar las instancias que correspondan, con la finalidad de resguardar sus derechos e integridad física y psíquica. En el Segundo Informe la frase “sus derechos e integridad física y psíquica” fue reemplazada por esta otra: “el derecho del paciente a vivir en forma independiente y a ser incluido en la comunidad”.

Tampoco recibió indicaciones.

ARTÍCULO 13 (ex 11)

Declara que la hospitalización psiquiátrica involuntaria afecta el derecho a la libertad de las personas con enfermedad mental o con discapacidad intelectual o psíquica y dispone que la medida sea siempre autorizada y revisada por la respectiva Corte de Apelaciones, de acuerdo con el artículo 21 de la Constitución Política de la República, que establece el recurso de amparo. 

El inciso segundo determina que esta hospitalización sólo procederá cuando no sea posible un tratamiento ambulatorio y exista una situación real de riesgo cierto e inminente para el paciente o para terceros, y fija cinco requisitos para que la Corte pueda autorizarla. De ellos merece especial mención el número 3, que obliga a la Corte de Apelaciones a notificar lo que resuelva a la Secretaría Regional Ministerial de Salud, a la Comisión Nacional y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales
.

En el Segundo Informe fue reemplazado por un precepto de un solo inciso, que reúne las disposiciones de los dos que integran el artículo que se reemplaza y elimina la intervención de la Corte de Apelaciones, de la Comisión Nacional y la Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales. También describe cinco condiciones que deben concurrir copulativamente para proceder a una hospitalización psiquiátrica involuntaria.

La indicación N° 23, del Presidente de la República, compuesta por tres literales, le introduce las siguientes enmiendas: 


La letra a) reemplaza el encabezado, la letra b) sustituye la condición número 5 y la letra c) agrega un número 6, nuevo. 
Letra a)


Como se dijo, sustituye el encabezado del artículo 13, en el que agrega un elemento nuevo: de ningún modo la hospitalización psiquiátrica involuntaria puede deberse a la condición de discapacidad de la persona, y además dispone que el cumplimiento de las condiciones que fija el precepto para proceder a la internación debe constar en la ficha clínica.

El Honorable Senador señor Chahuán estimó que esta redacción resguarda de manera adecuada los convenios internacionales ratificados por Chile que se encuentran vigentes, relativos a los derechos de las personas con discapacidad; deja en claro que la situación de discapacidad de una persona no es condición para la internación contra su voluntad. 


- La letra a) de la indicación N° 23, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señora Goic y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.
Letra b)


Reemplaza el numeral 5, que dispone que la internación sea por el menor tiempo posible y que a tal efecto se describa el tratamiento a seguir. La norma de reemplazo agrega que de ningún modo puede ser indefinida y debe realizarse en unidades de hospitalización destinadas al tratamiento intensivo de personas con enfermedad mental. Si no hay una donde el paciente tiene domicilio se hará en un el establecimiento hospitalario más cercano de la red pública de salud, donde se pueda realizar el tratamiento intensivo.

El Honorable Senador señor Chahuán manifestó que actualmente la red hospitalaria pública no cuenta con camas de atención psiquiátrica, lo que genera problemas a diario; declaró que es necesario realizar un esfuerzo contundente en esta materia y en la disponibilidad de horas psiquiátricas infantiles. Solicitó al Ejecutivo que informe cuál es la disponibilidad de camas psiquiátricas infantiles en toda la red pública.


El Honorable Senador señor Letelier consideró que la condición número 5 es de difícil aplicación; en efecto, es complejo determinar obligadamente el plazo de hospitalización cuando hay una situación límite. Lo prudente sería, a juicio de Su Señoría, establecer el tratamiento a seguir y señalar que la hospitalización debe ser por el menor tiempo posible, pero obligar a los médicos a fijar un plazo que no pueden determinar justificadamente de antemano no resulta adecuado.


El abogado señor Jaime González señaló que las condiciones del artículo 13 son copulativas. Aclaró que la redacción de los numerales 5 y 6 propuesta en la indicación del Jefe del Estado está mejorada. La del número 5 es más adecuada, porque la normativa vigente señala que basta la autorización de un solo médico y ha ocurrido que en ocasiones, cuando una parte no quiere que la contraparte comparezca a alguna audiencia, hace un requerimiento de hospitalización psiquiátrica. Se da en causas de familia, por lo que resulta pertinente robustecer la norma exigiendo que sean al menos dos médicos los que certifiquen la condición que justifica la internación.
Letra c)


Agrega un numeral 6, nuevo, que contiene la condición de informar el hecho de la hospitalización involuntaria a la autoridad sanitaria competente y a un pariente o representante de la persona; la forma de cumplir esta condición será determinada por el reglamento.


La Honorable Senadora señora Goic consultó si se trata de un requisito general de informar dentro de un período de tiempo razonable al familiar, o constituye una condición para mantener la internación, porque si no se le da cumplimiento dentro del plazo no se puede proceder a la internación involuntaria. 


El abogado señor Jaime González informó que la ley sobre derechos y deberes de los pacientes ordena al Ministerio de Salud asegurar la existencia y funcionamiento de Comisiones Regionales encargadas de revisar estas internaciones, además de informar a la autoridad sanitaria. A los familiares o representantes les informa el Servicio de Salud o el establecimiento hospitalario que esté brindando la atención. El Ministerio de Salud dictará un reglamento que establecerá la forma de entregar la información a la autoridad y a los familiares.


- Las letras b) y c) de la indicación N° 23, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Artículo 14 (ex 12)

Dispone el procedimiento a seguir luego de una hospitalización psiquiátrica involuntaria de urgencia, la que debe estar sustentada por la autoridad sanitaria o el equipo de salud tratante; debe notificarse a la Corte de Apelaciones competente, a más tardar el día hábil siguiente, haciendo constar el cumplimiento de las garantías que exige la ley; la Corte tiene tres días para autorizar la internación, requerir informes o peritajes o denegarla.

Este precepto fue reemplazado en nuestro Segundo Informe por uno compuesto por tres incisos. Se distingue entre hospitalización psiquiátrica involuntaria y hospitalización psiquiátrica de urgencia; se requiere el fundamento del equipo de salud tratante; se notifica a la autoridad sanitaria y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales; si se trata de una internación de urgencia, corre un plazo de setenta y dos horas para recabar la autorización de la Corte de Apelaciones; la Corte tiene tres días para autorizar la prolongación de la hospitalización, requerir informes ampliatorios o denegar la prolongación.

La indicación N° 24, del Presidente de la República, lo sustituye por otro, que consta de siete incisos.


Si transcurridas setenta y dos horas de una hospitalización involuntaria se estima necesario prolongarla, corresponde a la autoridad sanitaria solicitar su revisión al Juzgado de Letras competente (inciso primero); el Juzgado dispone de tres días hábiles para resolver si se cumplen las condiciones del artículo 13 (inciso segundo); también puede solicitar informes complementarios a los profesionales tratantes y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales, los que deben pronunciarse en tres días hábiles (inciso tercero); vencidos estos plazos, si no se cumplen las condiciones del artículo 13, el Juez debe ordenar el cese de la hospitalización psiquiátrica involuntaria (inciso cuarto); cada treinta días corridos desde la última revisión del Juez de Letras, si el equipo médico estima necesario prolongar la internación debe actualizar ante el tribunal los antecedentes de la evolución del paciente (inciso quinto); el Juez debe revisar ese informe (inciso sexto), y en cualquier momento el Juez de Letras puede disponer el alta hospitalaria inmediata, si no se cumplen las condiciones legales del artículo 13 (inciso séptimo).

El abogado señor Jaime González sostuvo que este es uno de los artículos más importantes del proyecto de ley. En primer lugar, porque define la autoridad que va a autorizar la internación involuntaria y la prolongación de la misma. En el estado actual del proyecto la decisión queda radicada en las Comisiones Regionales de protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales; esas Comisiones están radicadas en las COMPIN, que se reúnen dos a tres veces por semana. Sin embargo, es necesario ajustar las normas a los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile, para que resuelva una autoridad distinta a la sanitaria. La indicación establece un procedimiento para hacer operativa la regulación. 


La Honorable Senadora señora Goic ofreció una propuesta de redacción alternativa, que aclara y ordena las decisiones que corresponde al juez adoptar; así, imprime mayor precisión a la norma que señala cuál será el tribunal competente, el del lugar donde se encuentre el establecimiento de salud, y señala con mayor detalle el procedimiento a aplicar cuando el juez solicite informes complementarios para decidir fundadamente la solicitud de prolongación de la hospitalización involuntaria. La propuesta es la siguiente:


“Artículo 14.- Transcurridas 72 horas desde la hospitalización involuntaria, si se mantienen todas las condiciones que la hicieron procedente y se estima necesario prolongarla, la autoridad sanitaria solicitará su revisión al Juzgado de Letras competente del lugar donde se encuentre el establecimiento de salud respectivo, entregando al tribunal todos los antecedentes que le permitan analizar el caso, debiendo incluir una copia de la ficha clínica de la persona hospitalizada y un informe del equipo médico tratante que justifique la prolongación de la hospitalización involuntaria.


El Juzgado de Letras respectivo, en el plazo de tres días hábiles contados desde la presentación de la solicitud, podrá:


1. Autorizar la prolongación de la hospitalización, si se cumplen las condiciones establecidas en el artículo 13;


2. Solicitar informes complementarios a los profesionales tratantes y/o a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales. El término para informar no podrá exceder de tres días hábiles.


3. Denegar la prolongación de la hospitalización, en caso de no cumplirse las condiciones establecidas en el artículo 13, y ordenar el alta hospitalaria inmediata de la persona hospitalizada.


En el caso del numeral 2 del inciso anterior, transcurrido el plazo para informar, el Juez de Letras respectivo deberá resolver la autorización o denegación de la prolongación de la hospitalización, en los términos indicados anteriormente.


Cada treinta días corridos contados desde la última revisión por parte del Juez de Letras respectivo de la prolongación de la hospitalización psiquiátrica involuntaria, y siempre que el equipo médico estimare que es necesario prolongarla, el establecimiento de salud respectivo deberá enviar al tribunal, dentro de las 24 horas siguientes al cumplimiento de dicho plazo, una actualización de los antecedentes señalados en el inciso primero, que den cuenta de la evolución de la personas hospitalizada.


Recibidos los documentos, el tribunal deberá revisar los nuevos antecedentes en conformidad con lo establecido en este artículo.


En cualquier momento, el Juez de Letras podrá disponer el alta hospitalaria inmediata, si es que no se cumplen con las condiciones contempladas en el artículo 13.”.


El abogado señor Jaime González manifestó que el Ejecutivo aprecia que la indicación mantiene lo esencial de la propuesta del Presidente de la República, como es la intervención de los juzgados de letras, los plazos y el procedimiento. En alguna medida mejora la redacción del Ejecutivo, al incluir un numeral que precisa lo que podrá hacer el tribunal, que es autorizar la prolongación, solicitar informes o denegar la hospitalización. 


- La indicación N° 24 fue aprobada, con las enmiendas propuestas por la Senadora Goic y ajustes formales menores, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.


Las indicaciones Nos 25 a 29 están formuladas al artículo aprobado en el Segundo Informe, sustituido en virtud de la aprobación de la indicación N° 24. Sin embargo, la Comisión estimó procedente tratarlas, en la medida de que aportan mejoras al precepto en cuestión.

La indicación N° 25, de la Honorable Senadora señora Goic, intercala en el inciso primero del texto aprobado en general, entre la palabra “competente” y la coma que le precede, la frase “del lugar donde se encuentre el establecimiento de salud respectivo”.

Complementa la disposición sobre el tribunal competente, que en ese caso era la Corte de Apelaciones. 


La indicación N° 26, de la Honorable Senadora señora Goic, intercala en el inciso segundo aprobado en el Segundo Informe, entre las palabras “Involuntaria” y “de”, la conjunción disyuntiva “o”.

La finalidad de esta indicación era mantener la coherencia con el fraseamiento del primer inciso del artículo, que se refiere a “hospitalización psiquiátrica involuntaria o de urgencia”. La norma que reemplaza en el presente informe el artículo en cuestión no contiene alusión alguna a hospitalización de urgencia, lo que la hace innecesaria.


La indicación N° 27, de la Honorable Senadora señora Goic, intercala en el mismo inciso, entre la palabra “la” y “Corte”, la palabra “respectiva”.

Habiendo sido sustituido en el artículo 15 ya aprobado el rol de la Corte de Apelaciones por el del Juez de Letras, esta indicación pierde sentido.


La indicación N° 28, de la Honorable Senadora señora Goic, reemplaza en el numeral 1 del artículo 14 la frase “cumplen las causales previstas en esta ley”, por “cumple lo dispuesto en el artículo 13”.

La idea está recogida, en términos equivalentes, en el precepto aprobado a partir de la indicación N° 24.


La indicación N° 29, de la Honorable Senadora señora Goic, agrega en el numeral 2 del mismo artículo, luego del punto aparte, la frase “El término para informar no podrá exceder de cinco días hábiles”.

El numeral 2 del artículo 14 aprobado en el presente informe recoge la propuesta, reduciendo el plazo a tres días hábiles.


Todas estas proposiciones de enmienda fueron tratadas y resueltas en conjunto. Las signadas con los números 25, 28 y 29 quedaron comprendidas en el texto aprobado como artículo 15, por lo que la Comisión las dio por aprobadas modificadas y subsumidas en la indicación N° 24. Las indicaciones Nos 26 y 27 fueron rechazadas, por incompatibles con la resuelto con anterioridad.

- Así fue acordado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Artículo 15 (ex 13)

El precepto aprobado en general consagra el derecho de la persona hospitalizada involuntariamente o de su representante legal, a nombrar un abogado. Si no lo hiciere, el Estado debe proporcionarle uno. El paciente o el abogado pueden oponerse a la hospitalización involuntaria y solicitar el alta a la Corte de Apelaciones, en cualquier momento.

En el proyecto aprobado por la Comisión en el trámite reglamentario de Segundo Informe, el artículo fue reemplazado. En lugar del deber del Estado de proveer un abogado al paciente, se hacen aplicables las reglas de la intervención del defensor de ausentes y se pone las costas de la defensa de cargo del establecimiento de salud donde se lleva a cabo el tratamiento.

A este artículo se formularon las indicaciones 
Nos 30, 31 y 32, que fueron debatidas junto con una propuesta alternativa de la Honorable Senadora señora Goic, que regula la misma materia.

La indicación N° 30, del Presidente de la República, lo sustituye por otro que dispone lisa y llanamente que el paciente o su representante podrán siempre oponerse a la hospitalización involuntaria en cualquier momento y solicitar al Juez de Letras que revise si se cumplen los requisitos establecidos en el artículo 13.

La indicación N° 31, de la Honorable Senadora señora Goic, reemplaza la frase que remite a las normas sobre intervención del defensor de ausentes y atribuye las costas al establecimiento de salud, por una que repone la idea del precepto aprobado en general, que obliga al Estado a proporcionar al paciente un abogado.

La indicación N° 32, del Honorable Senador señor Girardi, agrega a continuación de las palabras “defensor de ausentes.” el siguiente párrafo: “La persona hospitalizada tendrá siempre derecho a comunicarse con su abogado o con el defensor de ausentes, en su caso. En ningún caso podrá cancelarse o limitarse dicha comunicación.”.

Como se dijo, la Honorable Senadora señora Goic ofreció una redacción que reordena las ideas consideradas en las sucesivas formulaciones del artículo y en algunas de las indicaciones planteadas. Su texto es el siguiente:


“Artículo 15.- La persona hospitalizada involuntariamente o su representante legal tienen siempre derecho a nombrar un abogado. Si el paciente o su representante legal no lo hubieren hecho, el Estado deberá proporcionarle uno, antes o con ocasión de la hospitalización. 


La persona hospitalizada tendrá siempre derecho a comunicarse con su abogado. En ningún caso podrá limitarse dicha comunicación. 


El paciente o su representante legal podrán oponerse a la hospitalización involuntaria en cualquier momento y solicitar a la Corte de Apelaciones que ordene el alta hospitalaria.”. 


El abogado señor Jaime González observó que tanto la indicación N° 30, del Ejecutivo, como la nueva propuesta, eliminan la figura del defensor de ausentes. Este punto se debatió con los Ministerios de Justicia y Secretaría General de la Presidencia, que hicieron ver la dificultad que ocasiona imponer el financiamiento del abogado defensor al establecimiento de salud, que en el caso de los servicios públicos involucra gasto fiscal y exige iniciativa del Presidente de la República.


Señaló que la Corporación de Asistencia Judicial puede proporcionar defensa jurídica en este tipo de casos y así lo hace, pero cuando la referencia al Estado es muy general, no queda claro quién debe solicitar el nombramiento. No puede ser la COMPIN, porque ella revisa y evacua informes en relación con la internación y su prolongación. Reafirmó que la redacción del Ejecutivo es preferible, porque abre incluso la posibilidad de que el derecho a defensa sea asegurado y otorgado por alguna asociación de pacientes.


Aclaró que las Corporaciones de Asistencia Judicial (CAJ) no son parte del Estado, son corporaciones que entregan defensa jurídica gratuita. Las clínicas universitarias también cumplen ese rol y no son parte del Estado.


La Honorable Senadora señora Goic expuso que la indicación del Ejecutivo no se refiere al derecho a nombrar un abogado y, si el afectado no lo ha hecho, lo justo es que el Estado lo proporcione.


El abogado señor González manifestó que sin duda el paciente y su representante siempre pueden oponerse a la hospitalización involuntaria; el conflicto está en quien designa el abogado si alguno de ellos no lo ha hecho; preguntó si es razonable imponer la carga al Estado, incluso en el caso de que la internación se haya hecho en un establecimiento de prestadores privados.


El Honorable Senador señor Quinteros consultó qué otra institución puede proveer el servicio de abogados a una persona internada o a su representante.


La Honorable Senadora señora Von Baer consideró pertinente explicitar que se puede nombrar un abogado, derecho que en todas las propuestas queda claro. Por otra parte es entendible el reparo expuesto por el asesor del Ministerio, en el sentido de que la norma es incompleta si no se dispone quién nombra al defensor y cómo se financia su intervención. Debiera ser posible recurrir a las Corporaciones de Asistencia Judicial, sin embargo no se las menciona.


El abogado señor González admitió que se puede mencionar a la Corporación de Asistencia Judicial y las universidades que tengan clínicas jurídicas de defensa gratuita.


La Honorable Senadora señora Goic propuso reemplazar en su texto la frase “el Estado deberá proporcionarle uno”, por la siguiente: “se le proporcionará defensa letrada de parte de la Corporación de Asistencia Judicial competente o las clínicas jurídicas de las universitarias que se encuentren acreditadas.”. 


- La indicación N° 30 y la nueva propuesta presentada por la Senadora señora Goic fueron aprobadas refundidas y con modificaciones de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Dado que las indicaciones Nos 31 y 32 se refieren a la designación de un defensor de cargo del Estado y a la intervención del defensor de ausentes, regulaciones que no aparecen en la norma aprobada, fueron desechadas. 
- Las indicaciones Nos 31 y 32 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.
Artículo 16 (ex 14)

El artículo propuesto en el Primer Informe y aprobado en general por el Senado dispone que en el caso de hospitalización involuntaria, el alta o permiso de salida es una facultad del equipo de salud que no requiere autorización judicial. Una vez que cesa la situación de riesgo cierto e inminente para el paciente o para terceros, el equipo de salud debe ofrecer a la persona continuar su hospitalización en forma voluntaria o bien el alta hospitalaria. Esta situación debe informarse a la secretaría regional ministerial de Salud, cuando corresponda, y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental.

En el Segundo Informe sólo se enmendó aspectos de redacción, como es el empleo de mayúsculas o del plural, cuando corresponde.


La indicación N° 33, del Presidente de la República, lo sustituye por otro, que en lo sustantivo se diferencia sólo porque se elimina el deber de informar el alta o permiso de salida a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales.
La Honorable Senadora señora Goic consultó el motivo para eliminar la obligación de informar a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales.

El abogado señor González explicó que se conserva el deber de informar a la autoridad sanitaria, de la cual dependen las mencionadas Comisiones Regionales.

La Honorable Senadora señora Von Baer consultó si es pertinente, en el caso de alta, avisar a algún familiar o representante, como se establece para la hospitalización en el numeral 6 del artículo 13.

La Comisión consideró conveniente agregar al final del inciso, luego la expresión “autoridad sanitaria”, la siguiente frase: “y a algún pariente o representante de la persona, respecto del alta o permiso de salida, en la forma que determine el reglamento”. 

- La indicación N° 33 fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Artículo 17 (ex 15)

Esta norma establece que la Corte de Apelaciones que autorizó la hospitalización involuntaria debe solicitar, en un plazo no mayor a treinta días, informes para reevaluar si perduran los motivos que dieron origen a la medida. En cualquier momento la Corte puede disponer el alta hospitalaria inmediata. De conformidad con el inciso segundo, transcurridos noventa días desde el inicio de la hospitalización involuntaria, y luego del tercer informe, la Corte de Apelaciones designará un perito para una nueva evaluación.

En el Segundo Informe se la reemplazó. El inciso primero de la norma sustitutiva discurre sobre la hipótesis prevista en el inciso segundo del artículo 14 (12 aprobado en general), esto es, que luego de setenta y dos horas desde una hospitalización involuntaria que ese estima debe prolongarse, la autoridad sanitaria solicita autorización para ello a la Corte de Apelaciones, tribunal que en un plazo no mayor a treinta días debe solicitar informes a fin de reevaluar si perduran los motivos que dieron origen a la medida. El plazo es prorrogable por dos veces. El inciso segundo establece que transcurridos noventa días desde el inicio de la hospitalización involuntaria, y luego del tercer informe, la Corte de solicitará informe a la Comisión Regional de Protección de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales. El inciso tercero mantiene la disposición que faculta a la Corte para disponer el alta hospitalaria inmediata en cualquier momento.

Fue objeto de las indicaciones Nos 34 a 40.


La indicación N° 34, del Presidente de la República, lo sustituye por otro, del siguiente tenor: 


“Artículo 17.- En ningún caso se podrá someter a una persona hospitalizada en forma involuntaria a procedimientos o tratamientos irreversibles, tales como esterilización o psicocirugía.”.

Es del caso hacer presente que un cambio tan radical como el que plantea la indicación obedece a que todo el procedimiento de hospitalización involuntaria ha sido tratado en artículos anteriores, como resultado de las indicaciones que se ha aprobado.


El abogado señor González precisó que la indicación del Ejecutivo permite adecuar nuestra legislación a los estándares de los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile. Sugirió que, de aprobarse esta indicación, se debiesen rechazar las que siguen a continuación.


 - La indicación N° 34 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.


La indicación N° 35, de la Honorable Senadora señora Goic, reemplaza en el primer inciso del artículo contenido en nuestro Segundo Informe la frase “en un plazo no mayor a treinta días, deberá solicitar informes” por “transcurridos treinta días desde que la haya autorizado, deberá solicitar informes a los profesionales tratantes sobre la condición de salud del paciente y el tratamiento que se le haya otorgado durante su hospitalización,”.

La indicación N° 36, de la Honorable Senadora señora Goic, reemplazar en el mismo inciso la frase “El plazo referido podrá prorrogarse sólo por dos veces, en los mismos términos”, por “Este procedimiento se deberá realizar hasta dos veces más, cada vez que hayan transcurrido treinta días desde la última reevaluación que haya realizado la Corte de Apelaciones respectiva”.

La indicación N° 37, de la Honorable Senadora señora Goic, reemplaza en el segundo inciso del artículo en cuestión la frase “Transcurridos noventa días desde el inicio de la hospitalización involuntaria, y luego del tercer informe,”, por “En todo caso, luego de la tercera reevaluación que en conformidad al inciso anterior se haya realizado, cada seis meses”.

La indicación N° 38, de la Honorable Senadora señora Goic, reemplazar en el mismo inciso el punto aparte por una coma, y agregar a continuación de ésta, la siguiente frase “a fin de determinar si perduran las condiciones que dieron lugar a la hospitalización involuntaria del paciente.”.

La indicación N° 39, del Honorable Senador señor Bianchi, incorpora un inciso segundo nuevo, del siguiente tenor:


“Los informes señalados en el inciso anterior, deberán cumplir, a lo menos, con la siguiente información:


a.- Historia psiquiátrica previa.


b.- Razones de internaciones previas, sean voluntarias o involuntarias.

c.- Circunstancias que llevaron a la actual internación involuntaria.

d.- enfermedad mental o discapacidad psíquica que padece actualmente la persona, y fundamentos del diagnóstico.


e.- posibilidad de tratamiento ambulatorio de la enfermedad o discapacidad.


f.- Si el paciente, en caso de ser dado de alta, actuaría de una manera que pudiere generar riesgo cierto para la vida o integridad física de sí o de terceros.”.


La indicación N° 40, de la Honorable Senadora señora Goic, agrega al artículo 17 un inciso final nuevo, del siguiente tenor:


“La Corte de Apelaciones respectiva, en cualquier momento, podrá solicitar oír la opinión del paciente hospitalizado, en cuyo caso citará a una audiencia para dicho efecto.”.

- Sometidas a votación las indicaciones Nos 35 a 40, resultaron rechazadas como consecuencia de la aprobación de la indicación N° 34, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Artículo 18 (ex 16)

El precepto aprobado en general permite a la persona hospitalizada voluntariamente decidir ponerle término podrá en cualquier momento. Si la hospitalización voluntaria se prolonga por más de sesenta días, la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y el equipo de salud a cargo deben comunicarlo de inmediato a la Corte de Apelaciones, para que evalúe si la hospitalización sigue teniendo carácter voluntario o si ha de considerarse involuntaria. En este último caso, será necesario que se cumplan los requisitos y garantías establecidos en el artículo 11 (que pasó a ser 13).

En el Segundo Informe sólo fue objeto de correcciones de redacción y de la referencia interna para remitir al artículo 13.

La indicación N° 41, del Presidente de la República, lo sustituye por otro, que reduce de sesenta a treinta días el plazo de la hospitalización voluntaria que debe ser comunicada al tribunal, y dispone que éste sea el Juzgado de Letras competente, en lugar de la Corte de Apelaciones; el Juez debe revisar la situación de conformidad con las reglas del artículo 14, que regula la hospitalización involuntaria.

- La indicación N° 41 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.
Artículo 19 (ex 17)

El precepto aprobado en general consagra la obligación del equipo de salud de informar a la secretaría regional ministerial de Salud y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedad Mental cualquier sospecha de irregularidad que implique un trato indigno o inhumano a personas bajo tratamiento o una limitación indebida de su autonomía. Se resguarda la reserva de identidad del denunciante, que no podrá ser objeto de represalias.


En el Segundo Informe se introdujo correcciones de redacción y se eliminó la frase “no podrá objeto de represalias”, porque tal conducta puede ser por sí misma reprochable administrativa o penalmente.


No recibió indicaciones para el presente Nuevo Segundo Informe.
Artículo 20 (ex 18)


Compuesto por 6 numerales, establece los estándares de atención que deben garantizar el tratamiento de las personas con enfermedades o trastornos mentales o con discapacidad intelectual o psíquica.


El numeral 1 exige que la atención se otorgue en establecimientos acreditados de conformidad con la ley N° 19.966. El numeral 2 requiere que los profesionales a cargo estén certificados y sus competencias revalidadas. El numeral 3 requiere que la calidad y pertinencia de los centros formadores de profesionales competentes sea evaluada. El numeral 4 compele a que el tratamiento se base en la mejor evidencia científica disponible, en criterios de costo-efectividad e incorpore un enfoque biopsicosocial. El numeral 5 ordena que las instalaciones para la atención ambulatoria y hospitalaria cumplan con la autorización sanitaria. El numeral 6 insta a la incorporación de familiares en el tratamiento, si los tratantes lo requieren, especialmente en el caso de menores de edad.

En el Segundo Informe se corrigió aspectos de redacción y referencias legales en el encabezado y en los numerales 1 y 3 y se sustituyó los numerales 4 y 6. En el numeral 4 se reemplazó la alusión al enfoque biopsicosocial como componente del tratamiento, por una frase que se refiere al mejoramiento de la salud y el bienestar integral de la persona. En el numeral 6 se extiende la participación de familiares en el tratamiento a personas significativas que puedan participar en el proceso de recuperación y añade el requisito de que el paciente consienta en dicha participación y que ella fortalezca la inclusión social.


La indicación N° 42, del Presidente de la República, está compuesta por tres literales. La letra a) reemplaza en el numeral 1 la palabra “acreditados” por la expresión “de salud”. La letra b) practica dos enmiendas en el numeral 2: una que especifica que los profesionales cuyas competencias deben certificarse son los que están a cargo de la atención de salud mental, y otra que precisa que la certificación y revalidación de dichos profesionales debe ejecutarse en conformidad con la normativa sobre certificación y registro de profesionales en salud de la Superintendencia de Salud. La letra c) suprime el numeral 3, sobre evaluación de la calidad y pertinencia de los centros formadores de profesionales competentes.
Respecto de la letra a), el abogado señor González explicó que no sólo es una adecuación formal, sino que afecta también el fondo de la disposición, dado que no todos los centros de salud están acreditados y que aquellos que tienen la acreditación la pueden perder. Además, los niveles de acreditación van aumentando en el tiempo. La indicación propone el término establecimientos de salud, que es más amplia, cuestión que no afecta los procedimientos habituales de acreditación fiscalizados por la Superintendencia de Salud.


Añadió que la letra b) ajusta la regla sobre certificación y revalidación de los profesionales a la normativa respectiva de la Superintendencia de Salud.


Indicó que la letra c) propone suprimir el numeral 3, porque los centros de salud cuentan con normas de acreditación y porque las competencias profesionales de los funcionarios que realizan las prestaciones ya están reguladas y porque no sólo interesa asegurar las competencias de los profesionales, ya que también hay técnicos y funcionarios que desempeñan funciones en el tratamiento.

- La indicación N° 42 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.
Como se dijo antes, la Comisión, en virtud de lo que permite el artículo 121 del Reglamento del Senado, aplicó en el numeral 5 de este artículo el mismo criterio seguido en otras disposiciones del proyecto, y agregó la palabra “niñas”, precedida de una coma, entre los términos “niños” e “y adolescentes”.

- Aprobado con igual unanimidad que el acuerdo precedente.


La indicación N° 43, de la Honorable Senadora señora Goic, agrega los numerales 7 y 8, nuevos, que contienen otros tantos estándares de atención exigibles en el tratamiento de personas con enfermedades o trastornos mentales o con discapacidad psíquica o intelectual: Su tenor es el siguiente:


“7. Que la atención de salud, no podrá tener discriminación respecto a las otras enfermedades, en relación a su cobertura de prestaciones, tasa de aceptación de licencias médicas.


8.- que no podrá existir discriminación en cuanto a la existencia de servicios en la red de atención de salud, siendo estos necesarios para la acreditación sanitaria.”.
- La indicación N° 43 fue aprobada con modificaciones de redacción, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros, ajustando la numeración a la supresión del numeral 3 precedente y adaptando su redacción al enunciado del encabezado.
Artículo 21, nuevo

Este artículo fue insertado en el Segundo Informe. Fija en los siguientes términos las normas a que debe sujetarse el manejo de conductas agresivas:

“Artículo 21.- El manejo de conductas agresivas debe hacerse con estricto respeto a los derechos humanos, incorporando estrategias y protocolos para prevenir su ocurrencia.


Los equipos tratantes deben acompañar a las personas durante estas situaciones, sobre la base de una contención emocional y ambiental, y considerar su voluntad y preferencias durante el manejo de las mismas, según la situación lo permita.


Se prohíbe el uso de la contención mecánica, farmacológica y de aislamiento, salvo que hayan sido medidas previamente autorizadas por la persona y ello conste en su ficha clínica, evitando tratos crueles, inhumanos o degradantes que puedan llegar a ser constitutivos de tortura.


En caso de utilizarla, se hará durante el tiempo estrictamente necesario, empleando todos los medios para minimizar sus efectos en la integridad física y psíquica del paciente, de todo lo cual se dejará registro en la ficha clínica. Asimismo, deberá ponerse tal circunstancia en conocimiento del acompañante que la persona haya designado, así como del abogado que le asista en el ejercicio de sus derechos.”.

La indicación N° 44, del Presidente de la República, lo reemplaza por un artículo que trata la materia de modo más detallado y desarrollado. Está concebido como se consigna a continuación:


“Artículo 21.- El manejo de conductas perturbadoras o agresivas que pongan a la persona en condiciones de riesgo real e inminente y que amenacen la integridad o la vida de sí mismo o terceros, debe hacerse con estricto respeto a los derechos humanos, incorporando estrategias y protocolos para prevenir su ocurrencia, y considerando la voluntad y preferencias expresadas por la persona para el manejo de las mismas, pudiendo sólo aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, siempre que no exista otra alternativa menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en relación a la conducta perturbadora. 


Los equipos tratantes deben acompañar a las personas durante estas situaciones, sobre la base de una contención emocional y ambiental. En caso de utilizar la contención física, mecánica, farmacológica y de observación continua en sala individual, éstas sólo podrán aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, y durante el tiempo estrictamente necesario, empleando todos los medios para minimizar sus efectos nocivos en la integridad física y psíquica del paciente. En ningún caso las acciones de contención pueden significar torturas, apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Durante el empleo de las mismas, la persona tendrá garantizada la supervisión médica permanente.


De todo lo actuado en el uso de estas medidas se dejará registro en la ficha clínica, se informará a la autoridad sanitaria, a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y a un pariente o representante de la persona, de la forma establecida en el reglamento. De la aplicación de estas medidas y de aquellas que restrinjan temporalmente la comunicación o contacto con las visitas, se podrá solicitar su revisión a la Comisión Regional que corresponda. En el caso de las personas hospitalizadas de forma involuntaria, éstas medidas se pondrán en conocimiento también del Juzgado de Letras competente respectiva para efectos de lo establecido en el artículo 14 de la presente ley.


Mediante un reglamento expedido por el Ministerio de Salud se establecerán las normas adecuadas para el manejo de las conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieran tener en establecimientos de salud y el respeto por sus derechos en la atención de salud.”.
El abogado señor González manifestó que la indicación es producto de un trabajo realizado con los Ministerios de Desarrollo Social, de Justicia y de Salud.

La indicación precisa aspectos que no estaban claros e incorpora otros que no estaban incluidos en el texto anterior. Se ajusta la redacción a los tratados internacionales ratificados y vigentes en Chile. Se incorporó la intervención de la autoridad sanitaria, la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y, acogiendo una recomendación del informe de la Corte Suprema, del Juzgado de Letras competente.

- La indicación N° 44 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.


La indicación N° 45, del Honorable Senador señor Girardi, está formulada al artículo aprobado en el Segundo Informe, del que elimina la frase del inciso tercero que exceptúa la prohibición del uso de la contención mecánica, farmacológica y de aislamiento, si la persona las ha autorizado previamente. Su efecto es la prohibición absoluta de tales medidas, lo que está en concordancia con la indicación N° 44, recién aprobada.
- La indicación N° 45 fue aprobada subsumida en la anterior, con igual votación.

Artículo 22 (ex 19)


El texto de este artículo aprobado en general asegura el derecho de los familiares y las personas que cuidan y apoyan a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual, a recibir información general sobre las mejores maneras de ejercer la labor de cuidado.

El Segundo Informe se limitó a adecuar la redacción, reemplazando la frase “las personas que cuidan y apoyan”, por la siguiente: “quienes apoyen”.
La indicación N° 46, del Presidente de la República, intercala entre las palabras “labor de” y “cuidado,” la expresión “apoyo y”.
- La indicación N° 46 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Artículo 23 (ex 20)

El texto aprobado en general señala que los familiares de personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual tienen derecho a organizarse para abogar por sus necesidades y las de las personas a quienes cuidan, a crear instancias comunitarias que promuevan la inclusión social y a denunciar situaciones que resulten violatorias de los derechos humanos.


La indicación N° 47, del Presidente de la República, intercala entre las frases “a quienes” y “cuidan,” la expresión “apoyan y”.


- La indicación N° 47 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.
Artículo 24 (ex 21)

El precepto que se aprobó en general establece que la articulación intersectorial del Estado deberá incluir acciones permanentes para la cabal inclusión social de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual. No fue modificado en el Segundo Informe.

La indicación N° 48, del Presidente de la República, sustituye la conjunción “o” ubicada entre las palabras “mental” y “discapacidad” por una coma.


- La indicación N° 48 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Artículo 25 (ex 22)


Este artículo, mediante 6 numerales, introduce igual número de enmiendas en la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud. Recibió las indicaciones Nos 49 a 55.
Numeral 1


Modifica el artículo 10, cuyo inciso primero consagra el derecho de toda persona a ser informada, en forma oportuna y comprensible, por parte del médico u otro profesional tratante, acerca del estado de su salud, del posible diagnóstico de su enfermedad, de las alternativas de tratamiento disponibles para su recuperación y de los riesgos que ello pueda representar, así como del pronóstico esperado, y del proceso previsible del postoperatorio. Todo ello de acuerdo con la edad y condición personal y emocional de la persona.

Este numeral, tal como fue aprobado en general, agrega al final del inciso una oración que dispone que todo niño tiene derecho a recibir información sobre su enfermedad y la forma en que se realizará su tratamiento, adaptada a su edad, desarrollo mental y estado afectivo y psicológico. En el Segundo Informe, además de un par de correcciones de estilo, se agregó a continuación de las palabras “todo niño”, las siguientes “y adolescente”.

La indicación N° 49, del Presidente de la República, intercala el término “niña”, precedido de una coma, entre las expresiones “niño” e “y adolescentes”, todas las veces en que éstas sean mencionadas en dicho orden. 

Es del caso señalar que, tal como está planteada la indicación, las expresiones citadas figuran en los numerales 1 y 2 del artículo 25. Sin perjuicio de ello, la Comisión decidió aplicar el mismo criterio en los casos en que la expresión empleada es “niño o adolescente”.
- La indicación N° 49 fue aprobada con el alcance recién explicitado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.


La indicación N° 50, del Honorable Senador señor Girardi, elimina en el numeral 1 la frase “y estado afectivo y psicológico.”.
La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que no le parecía conveniente eliminar esa frase.

El abogado señor González manifestó que la frase en comento es parte integrante de la información del paciente que aparece en la ficha clínica. Comentó que el Ministerio de Salud siempre ha entendido que la información subjetiva, que se puede referir a un estado afectivo y psicológico, es parte integrante de la ficha y, por tanto, el paciente tiene derecho a conocerla, sobre todo cuando el personal tratante son médicos psiquiatras y sicólogos, que pueden incorporar información relevante.


- La indicación N° 50 fue retirada por su autor.
Numeral 2

Agrega al artículo 14 dos incisos nuevos: quinto y sexto. El primer inciso del artículo 14 reconoce a toda persona el derecho a otorgar o denegar su voluntad para someterse a cualquier procedimiento o tratamiento vinculado a su atención de salud, con las limitaciones establecidas en el artículo 16
. Los demás incisos de este artículo regulan el ejercicio del derecho.

De los dos incisos agregados en el Primer Informe, aprobados en general por el Senado, el quinto admite el derecho de todo niño tiene a expresar su conformidad con los tratamientos que se le aplican y a optar entre las alternativas que éstos otorguen, según la situación lo permita, tomando en consideración su edad, madurez, desarrollo mental y su estado afectivo y psicológico, sin perjuicio de las facultades de los padres o del representante legal para otorgar el consentimiento en materia de salud en representación de los menores. El inciso sexto obliga a respetar la negativa de un niño a participar o continuar en una investigación científica biomédica en el ser humano y sus aplicaciones clínicas.


En el Segundo Informe el numeral 2 fue reemplazado, para introducir algunas enmiendas en los incisos que se agrega al artículo 14 de la ley N° 20.584.

Así, en el inciso quinto se agregó la palabra “competentes” a continuación de los vocablos “menores de edad” y se sustituyó el derecho del menor a expresar conformidad con los tratamientos, por el derecho a ser oído. En este inciso tiene aplicación la indicación N° 49, ya explicada, que inserta el término “niña”, precedido de una coma, entre las expresiones “niño” e “y adolescentes”.

Al inciso sexto se añade una oración final, según la cual si ya la investigación ha sido iniciada, se debe informar al menor de los riesgos de retirarse anticipadamente de ella.


La indicación N° 51, del Honorable Senador señor Girardi, elimina el inciso sexto nuevo que se inserta en el artículo 14.


- La indicación N° 51 fue retirada por su autor.

Numeral 3

Suprime los artículos 23 y 24 de la ley N° 20.584. El primero obliga al profesional tratante a guardar reserva frente al paciente y a restringirle el acceso a su ficha clínica, en razón de los efectos negativos que esa información pudiera tener en su estado mental; la información se debe proporcionar al representante legal del paciente o a la persona bajo cuyo cuidado se encuentre. El artículo 24 exige un informe favorable del comité de ética del establecimiento, para aplicar tratamientos invasivos e irreversibles, tales como esterilización con fines contraceptivos, psicocirugía u otro, si la persona no se encuentra en condiciones de manifestar su voluntad.

La indicación N° 52, del Presidente de la República, sustituye el numeral 3 por otro, que suprímelos artículos 25 y 26.


El artículo 25 establece las condiciones para proceder a una hospitalización involuntaria y el 26 regula el empleo extraordinario de las medidas de aislamiento o contención física y farmacológica. Ambas materias han sido objeto de nuevas regulaciones en virtud de las normas e indicaciones aprobadas en el Segundo y en este Nuevo Segundo Informe.
- La indicación N° 52 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.
Numeral 4


Sustituye el inciso primero del artículo 26 que, como se acaba de exponer, ha sido suprimido de la ley N° 20.584.

La indicación N° 53, del Presidente de la República, elimina este numeral 4, reordenando los siguientes numerales de manera correlativa.
- La indicación N° 53 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

Numeral 6


Sustituye el artículo 28 de la ley N° 20.584, que dispone, en el inciso primero, que ninguna persona con discapacidad psíquica o intelectual que no pueda expresar su voluntad podrá participar en una investigación científica. Pero el inciso segundo se pone en el caso de que tengan la capacidad de manifestar su voluntad y que hayan dado consentimiento informado, hipótesis en que debe haber una evaluación ético científica, se debe obtener la autorización de la Autoridad Sanitaria competente y tanto el paciente como su representante legal deben manifestar expresamente voluntad de participar. El inciso tercero concede el derecho a reclamar ante la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales, contra las actuaciones de los prestadores y la autoridad sanitaria.

El Senado aprobó en general el artículo sustitutivo propuesto en nuestro Primer Informe. El Segundo Informe da cuenta de que la Comisión practicó varias enmiendas en ese artículo.

En el primer inciso añadió una oración final, conforme a la cual no se podrá involucrar en investigación sin consentimiento a una persona cuya condición de salud sea tratable de modo que pueda recobrar su capacidad de consentir. En el inciso segundo introdujo otra que, para involucrar en una obligación a una persona que no puede expresar su consentimiento o manifestar su preferencia, obliga a acreditar que la investigación involucra un potencial beneficio directo para la persona y que implica riesgos mínimos para ella. Además, se corrigió aspectos de la redacción en los incisos segundo, tercero y cuarto.
La indicación N° 54, del Honorable Senador señor Girardi, elimina del primer inciso del artículo 28 la frase: “a menos que la condición física o mental que impide otorgar el consentimiento informado o expresar su preferencia sea una característica necesaria del grupo investigado.”

- La indicación N° 54 fue retirada por su autor.

La indicación N° 55, del Presidente de la República, intercala dos frase en el inciso quinto del artículo 28.


Dicho inciso faculta a las personas con enfermedad neurodegenerativa para otorgar anticipadamente su consentimiento informado para ser sujetos de ensayo en investigaciones futuras. La indicación extiende la posibilidad a personas que padezcan una enfermedad psiquiátrica, cuando no estén en condiciones de consentir o expresar preferencia.


El abogado señor González argumentó que la primera modificación apunta a no excluir de actividades de investigación científica biomédica a las personas con enfermedad psiquiátrica. El objetivo de la frase final que se propone agregar es establecer una directriz anticipada, que está regulada en la ley N° 20.584, para que las personas que hayan manifestado anticipadamente su voluntad, antes de padecer alguna enfermedad psiquiátrica, puedan participar en algún estudio de investigación clínica.


- La indicación N° 55 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.

- - - - - -


La indicación N° 56, del Presidente de la República, agrega un artículo 27, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Salud y las normas técnicas pertinentes establecerán las condiciones, requisitos y mecanismos que sean necesarios para el cumplimiento de todos aquellos asuntos establecidos en la presente ley.”.
El abogado señor González argumentó que la primera modificación apunta a no excluir de actividades de investigación científica biomédica a las personas con enfermedad psiquiátrica. El objetivo de la frase final que se propone agregar es establecer una directriz anticipada, que está regulada en la ley N° 20.584, para que las personas que hayan manifestado anticipadamente su voluntad, antes de padecer alguna enfermedad psiquiátrica, puedan participar en algún estudio de investigación clínica.

- La indicación N° 56 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros. 

La indicación N° 57, del Honorable Senador señor Quinteros, agrega un artículo 27, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 28.  Las infracciones a esta ley podrán ser reclamadas de conformidad a los procedimientos establecidos en el Título IV de la Ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tiene las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud.”.

- La indicación N° 57 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, señoras Goic y Von Baer y señores Girardi, Chahuán y Quinteros.
- - - - -

MODIFICACIONES


En virtud de los acuerdos colacionados, la Comisión propone las siguientes enmiendas al texto aprobado en general por el Senado
:
Título de la ley


- Reemplazarlo por el siguiente:

“DEL RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS EN LA ATENCIÓN DE SALUD MENTAL”

Artículo 1


- Sustituir los incisos primero y segundo, por los siguientes:


“Artículo 1.- Esta ley tiene por finalidad reconocer y proteger los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual, en especial, su derecho a la libertad personal, a la integridad física y psíquica, al cuidado sanitario y a la inclusión social y laboral.


El pleno goce de los derechos humanos de estas personas se garantiza en el marco de la Constitución Política de la República y de los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Estos instrumentos constituyen derechos fundamentales y es, por tanto, deber del Estado respetarlos, promoverlos y garantizarlos.”.


- Eliminar los incisos tercero y cuarto.

Artículo 2


- Insertar como incisos primero y segundo nuevos los siguientes, pasando los actuales a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:


“Artículo 2.- Para los efectos de esta ley se entenderá por salud mental un estado de bienestar en el que la persona es consciente de sus propias capacidades, puede realizarlas, puede afrontar las tensiones normales de la vida, trabajar y contribuir a su comunidad. En el caso de niños, niñas y adolescentes, la salud mental consiste en la capacidad de alcanzar y mantener un grado óptimo de funcionamiento y bienestar psicológico.


La salud mental está determinada por factores culturales, históricos, socioeconómicos, biológicos y psicológicos, cuya preservación y mejoramiento implica una construcción social esencialmente evolutiva y vinculada a la protección y ejercicio de sus derechos.”.


- En el inciso primero, que ha pasado a ser tercero, reemplazar la expresión “que sobreviene a” por “que presente una”. 


- En el inciso segundo, que ha pasado a ser cuarto, sustituir la expresión “intelectual o psíquica” por “psíquica o intelectual”.


- Eliminar los incisos tercero y cuarto.

Artículo 3


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3.- La aplicación de la presente ley se regirá por los siguientes principios:


a) El reconocimiento a la persona de manera integral, considerando sus aspectos biológicos, psicológicos, sociales y culturales, como constituyentes y determinantes de su unidad singular.


b) El respeto a la dignidad inherente de la persona humana, la autonomía individual, la libertad para tomar sus propias decisiones y la independencia de las personas.


c) La igualdad ante la ley, la no discriminación arbitraria, con respeto y aceptación de la diversidad de las personas, como parte de la condición humana y la igualdad de género.


d) La promoción de la salud mental, con énfasis en los factores determinantes del entorno y los estilos de vida de la población.


e) La participación e inclusión plena y efectiva de las personas en la vida social.


f) El respeto al desarrollo de las facultades de niños, niñas y adolescentes, y su derecho a la autonomía progresiva y a preservar y desarrollar su identidad.


g) La equidad en el acceso, continuidad y oportunidad de las prestaciones de salud mental, otorgándoles el mismo trato que a las prestaciones de salud física.


h) El derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad; a la protección de la integridad personal; a no ser sometido a tratos crueles, inhumanos o degradantes, y el derecho a gozar del más alto nivel posible de salud, sin discriminación por motivos de discapacidad, así como los demás derechos garantizados a las personas en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


i) La accesibilidad universal, tal como la define la ley N° 20.422.”.

Artículo 4


- Sustituir el inciso primero por los incisos primero a quinto que se indica a continuación:


“Artículo 4.- Las personas tienen derecho a ejercer el consentimiento libre e informado respecto a tratamientos o alternativas terapéuticas que les sean propuestos. Para tal efecto, se articularán apoyos para la toma de decisiones, con el objetivo de resguardar su voluntad y preferencias.


Desde el primer ingreso de la persona a un servicio de atención en salud mental, ambulatorio u hospitalario, será obligación del establecimiento integrarla a un plan de consentimiento libre e informado, como parte de un proceso permanente de acceso a información para la toma de decisiones en salud mental.


Los equipos interdisciplinarios promoverán el ejercicio del consentimiento libre e informado, debiendo entregar información suficiente, continua y en lenguaje comprensible para la persona, teniendo en cuenta su singularidad biopsicosocial y cultural, sobre los beneficios, riesgos y posibles efectos adversos asociados, a corto, mediano y largo plazo, en las alternativas terapéuticas propuestas, así como el derecho a no aceptarlas o a cambiar su decisión durante el tratamiento.


Los equipos de salud promoverán el resguardo de la voluntad y preferencias de la persona. Para tal efecto, dispondrán la utilización de declaraciones de voluntad anticipadas, de planes de intervención en casos de crisis psicoemocional, y de otras herramientas de resguardo, con el objetivo de hacer primar la voluntad y preferencias de la persona en el evento de afecciones futuras y graves a su capacidad mental, que impidan manifestar consentimiento.


Complementariamente, la persona podrá designar a uno o más acompañantes para la toma de decisiones, quienes le asistirán, cuando sea necesario, a ponderar las alternativas terapéuticas disponibles para la recuperación de su salud mental.”.


- En el inciso segundo, que ha pasado a ser inciso sexto, reemplazar las palabras “señalada en el inciso anterior”, por lo siguiente “N° 20.584”.


- En el mismo inciso sustituir la expresión “director del establecimiento”, por “jefe del servicio clínico o quien lo reemplace”.


- Eliminar el inciso tercero.

Artículo 5


- En el inciso primero, reemplazar la frase “atención en salud mental interdisciplinaria”, por “atención interdisciplinaria en salud mental”.


- Insertar a continuación el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente:


“Se promoverá, además, la incorporación de personas usuarias de los servicios y personas con discapacidad, en los equipos de acompañamiento terapéutico y recuperación.”.


- Sustituir el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


El proceso de atención en salud mental debe realizarse preferentemente de forma ambulatoria o de atención domiciliaria, en los niveles primario y secundario de salud, con personal interdisciplinario, y estar encaminado al reforzamiento y desarrollo de los lazos sociales, la inclusión y la participación de la persona en la vida social.”.


- En el inciso tercero, reemplazar la palabra “transitorio” por la expresión “esencialmente transitorio”.

- - - - - -


- Insertar a continuación el siguiente artículo 6, nuevo, modificando en consecuencia la numeración de los que siguen:


“Artículo 6.- Los comités de ética de los establecimientos de salud, la Comisión Nacional y las Comisiones Regionales de Protección de Derechos de Personas con Enfermedades Mentales deberán ajustar su labor a las disposiciones de la presente ley, promoviendo y vigilando la armonización de las prácticas institucionales con un enfoque de derechos humanos en discapacidad y salud mental.”.

- - - - - -

Artículo 6


- Ha pasado a ser artículo 7, reemplazado por el siguiente y acomodando en consecuencia la numeración de los que siguen:


“Artículo 7.- El diagnóstico del estado de salud mental debe establecerse conforme dicte la técnica clínica, considerando variables biopsicosociales. No puede basarse en criterios relacionados con el grupo político, socioeconómico, cultural, racial o religioso de la persona, ni con su identidad u orientación sexual, entre otros. Tampoco será determinante el antecedente de la hospitalización psiquiátrica previa de la persona que se encuentre o se haya encontrado en tratamiento psicológico o psiquiátrico.”.

- - - - -


- Insertar a continuación el siguiente artículo 8, nuevo, modificando en consecuencia la numeración de los que siguen:


“Artículo 8.- Las consecuencias en la salud mental que son producto de la violencia y discriminación que pueda afectar a grupos vulnerables en el ejercicio de sus derechos, deben abordarse desde las perspectivas de derechos, de género y de pertinencia cultural, según corresponda. Ante la existencia de indicios de posible vulneración por motivo de violencia física, psíquica, sexual, de género, económica u otra, se dará prioridad a la atención y detección de aquellas circunstancias, resguardando a la persona de las injerencias del entorno que pudieran estar contribuyendo a afectar su salud mental.


Junto con proporcionar la atención en salud, se realizará la denuncia ante la autoridad competente, de ser procedente, y se vinculará a la persona con redes de apoyo social y legal.”.

- - - - -

Título II


- Sustituir el epígrafe por el siguiente:

“De los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual y de las personas usuarias de los servicios de salud mental”.

Artículo 7


- Ha pasado a ser artículo 9, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 9.- La persona con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual es titular de los derechos que garantiza la Constitución Política de la República. En especial, esta ley le asegura los siguientes derechos:


1. A ser reconocida siempre como sujeto de derechos.


2. A participar socialmente y a ser apoyada para ello, en caso necesario.


3. A que se vele especialmente por el respeto a su derecho a la vida privada, a la libertad de comunicación y a la libertad personal.


4. A participar activamente en su plan de tratamiento, habiendo expresado su consentimiento libre e informado. Las personas que tengan limitaciones para expresar su voluntad y preferencias deberán ser asistidas para ello. En caso alguno de podrá realizar algún tratamiento sin considerar su voluntad y preferencias.


5. A que para toda intervención médica o científica de carácter invasivo o irreversible, incluidas las de carácter psiquiátrico, manifieste su consentimiento libre e informado, salvo que se encuentre en el caso de la letra b) del artículo 15 de la ley N° 20.584.


6. A que se reconozcan y garanticen sus derechos sexuales y reproductivos, a ejercerlos dentro del ámbito de su autonomía, a que le sean garantizadas condiciones de accesibilidad y a recibir apoyo y orientación para su ejercicio, sin discriminación en atención a su condición. 


7. A no ser esterilizada sin su consentimiento libre e informado. Queda prohibida la esterilización de niños, niñas y adolescentes o como medida de control de fertilidad.


Cuando la persona no pueda manifestar su voluntad o no sea posible desprender su preferencia o se trate de un niño, niña o adolescente, sólo se utilizarán métodos anticonceptivos reversibles. 


8. A recibir atención sanitaria integral y humanizada y al acceso igualitario y equitativo a las prestaciones necesarias para asegurar la recuperación y preservación de la salud.


9. A recibir una atención con enfoque de derechos. Los establecimientos que otorguen prestaciones psiquiátricas en la modalidad de atención cerrada deberán contar con un comité de ética, conforme lo dispone el artículo 20 de la ley N° 20.584.


10. A recibir tratamiento con la alternativa terapéutica más efectiva y segura y que menos restrinja sus derechos y libertades, promoviendo la integración familiar, laboral y comunitaria.


11. A que su condición de salud mental no sea considerada inmodificable.


12. A recibir contraprestación pecuniaria por su participación en actividades realizadas en el marco de las terapias, que impliquen producción de objetos, obras o servicios que sean comercializados.


13. A recibir educación a nivel individual y familiar sobre su condición de salud y sobre las formas de autocuidado y a ser acompañada durante el proceso de recuperación por sus familiares o por quien la persona libremente designe.


14. A que su información y datos personales sean protegidos de conformidad con la ley N° 19.628.


15. A no ser discriminado por padecer o haber padecido una enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual.


16. A no sufrir discriminación por su condición en cuanto a prestaciones o coberturas de salud, así como en su inclusión educacional o laboral.


El listado de derechos contemplado en este artículo debe ser publicado por todos los prestadores que otorguen prestaciones de salud mental, conforme a las especificaciones que el Ministerio de Salud disponga a través de una norma técnica.”.

Artículo 8


Ha pasado a ser artículo 10. En el Segundo informe mereció las siguientes enmiendas:


- Eliminar la frase “y nunca como castigo, por conveniencia de terceros o para suplir la necesidad de acompañamiento terapéutico o cuidados especiales”.


- Reemplazar la frase “y nunca de forma automática”, por la siguiente: “debiendo la persona ser atendida periódicamente por el profesional competente”, antecedida por una coma.


Para el Nuevo Segundo Informe no hubo indicaciones a este artículo.

Artículo 9


- Ha pasado a ser artículo 11. En el Segundo Informe fue sustituido por el siguiente:


“Artículo 11.- La hospitalización psiquiátrica es una medida terapéutica excepcional y esencialmente transitoria, que sólo se justifica si garantiza un mayor aporte y beneficios terapéuticos en comparación con el resto de las intervenciones posibles, dentro del entorno familiar, comunitario o social de la persona, con una visión interdisciplinaria y restringida al tiempo estrictamente necesario. Se promoverá el mantenimiento de vínculos y comunicación de las personas hospitalizadas con sus familiares y su entorno social.”.



Para el Nuevo Segundo Informe no hubo indicaciones a este artículo.

Artículo 10


Ha pasado a ser artículo 12. En el Segundo Informe mereció las siguientes enmiendas:


- Reemplazar el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 12.- Sin perjuicio de la relevancia de los factores sociales en la aparición, evolución y tratamiento de los problemas de salud mental, la hospitalización psiquiátrica no podrá indicarse para dar solución a problemas sociales, de vivienda o de cualquier otra índole que no sea principalmente sanitaria.”.


- En el inciso segundo, escribir una coma a continuación de la palabra “correspondan”.


- En el mismo inciso, sustituir la frase “sus derechos e integridad física y psíquica”, por la siguiente: “el derecho del paciente a vivir en forma independiente y a ser incluido en la comunidad”.


Para el Nuevo Segundo Informe no hubo indicaciones a este artículo.

Artículo 11


Ha pasado a ser artículo 13, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 13.- La hospitalización psiquiátrica involuntaria afecta el derecho a la libertad de las personas, por lo que sólo procederá cuando no sea posible un tratamiento ambulatorio y exista una situación real de riesgo cierto e inminente para la vida o la integridad de la persona o de terceros. De ningún modo la hospitalización psiquiátrica involuntaria puede deberse a la condición de discapacidad de la persona. Para que proceda, se requiere que se cumplan copulativamente las siguientes condiciones, que deberán constar en la ficha clínica:


1. Una prescripción que recomiende la hospitalización, suscrita por dos profesionales de distintas disciplinas, que cuenten con las competencias específicas requeridas, uno de los cuales siempre deberá ser un médico cirujano, de preferencia psiquiatra. Los profesionales no podrán tener con la persona una relación de parentesco ni interés de algún tipo. 


2. La inexistencia de una alternativa menos restrictiva y más eficaz para el tratamiento del paciente o la protección de terceros.


3. Un informe acerca de las acciones de salud implementadas previamente, si las hubiere. 


4. Que tenga una finalidad exclusivamente terapéutica.


5. Que se señale expresamente el plazo de la hospitalización involuntaria y el tratamiento a seguir. La hospitalización involuntaria deberá ser por el menor tiempo posible y de ningún modo indefinida, y deberá realizarse en unidades de hospitalización destinadas al tratamiento intensivo de personas con enfermedad mental. En el caso que no existan dichas unidades en el territorio correspondiente al domicilio del paciente, este podrá ser derivado a otro establecimiento hospitalario de la red pública de salud, más cercano a su domicilio, que cuente con la disponibilidad para realizar el tratamiento intensivo, en conformidad con lo establecido en un reglamento emitido por el Ministerio de Salud.


6. Informar a la autoridad sanitaria competente y a algún pariente o representante de la persona, respecto de la hospitalización involuntaria, en la forma que el reglamento lo determine.”.

Artículo 12


- Ha pasado a ser artículo 14, sustituido por el siguiente:


“Artículo 14.- Transcurridas 72 horas desde la hospitalización involuntaria, si se mantienen todas las condiciones que la hicieron procedente y se estima necesario prolongarla, la autoridad sanitaria solicitará su revisión al Juzgado de Letras competente del lugar donde se encuentre el establecimiento de salud respectivo, entregando al tribunal todos los antecedentes que le permitan analizar el caso, debiendo incluir un informe del equipo médico tratante que justifique la prolongación de la hospitalización involuntaria. 


El Juzgado de Letras respectivo, en el plazo de tres días hábiles contados desde la presentación de la solicitud, deberá resolver si se cumple con los requisitos de legalidad establecidos en el artículo 13 de la presente ley.


En caso de ser necesario, el Juzgado de Letras podrá, dentro del plazo de tres días hábiles, oficiar, solicitando informes complementarios a los profesionales tratantes y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales. Dichos informes deberán ser entregados al tribunal en el plazo de cinco días hábiles. Será el Servicio de Salud respectivo quién tramite dichos oficios.


Transcurridos los plazos señalados anteriormente, según corresponda, y en caso de no cumplirse con los requisitos de legalidad establecidos en el artículo 13, el Juez de Letras correspondiente deberá resolver, ordenando la cesación de la hospitalización psiquiátrica involuntaria.


Cada treinta días corridos contados desde la última revisión por parte del Juez de Letras respectivo, y siempre que el equipo médico estimare que es necesario prolongarla, este deberá enviar al tribunal, dentro de las 24 horas siguientes al cumplimiento de dicho plazo, una actualización de los antecedentes señalados en el inciso primero, que den cuenta de la evolución de la persona hospitalizada.


Recibido el informe, el tribunal deberá revisar los nuevos antecedentes en conformidad con lo establecido en este artículo.


En cualquier momento el Juez de Letras podrá disponer el alta hospitalaria inmediata, si es que no se cumplen los requisitos legales contemplados en el artículo 13 de la presente ley.”.

Artículo 13


- Ha pasado a ser artículo 15, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 15.- La persona hospitalizada involuntariamente o su representante legal tienen siempre derecho a nombrar un abogado. Si el paciente o su representante legal no lo hubieren hecho, se le proporcionará defensa letrada por parte de la Corporación de Asistencia Judicial competente o de las clínicas jurídicas de las universitarias acreditadas. 


La persona hospitalizada tendrá siempre derecho a comunicarse con su abogado. En ningún caso podrá limitarse dicha comunicación. 


El paciente o su representante legal podrán oponerse a la hospitalización involuntaria en cualquier momento y solicitar a la Corte de Apelaciones que ordene el alta hospitalaria.”. 

Artículo 14


- Ha pasado a ser artículo 16, sustituido por el siguiente:


“Artículo 16.- En el caso de hospitalización involuntaria, el alta o permiso de salida es una facultad del equipo de salud. El equipo de salud deberá ofrecer a la persona continuar su hospitalización en forma voluntaria o bien su alta hospitalaria, tan pronto cese la situación de riesgo cierto e inminente para ella o para terceros. Esta situación deberá informarse a la autoridad sanitaria y a algún pariente o representante de la persona, respecto del alta o permiso de salida, en la forma que determine el reglamento.”.
Artículo 15


- Ha pasado a ser artículo 17, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 17.- En ningún caso se podrá someter a una persona hospitalizada en forma involuntaria a procedimientos o tratamientos irreversibles, tales como esterilización o psicocirugía.”.

Artículo 16


- Ha pasado a ser artículo 18, sustituido por el siguiente:


“Artículo 18.- La persona hospitalizada bajo su consentimiento podrá en cualquier momento decidir por sí misma el término de su hospitalización. Cuando la hospitalización voluntaria se prolongue por más de treinta días corridos, la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y el equipo de salud a cargo deberán comunicarlo de inmediato al Juzgado de Letras competente, para que éste la revise de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 14 de la presente ley.”.

Artículo 17


Ha pasado a ser artículo 19, con las siguientes enmiendas:


- Sustituir la expresión “intelectual o psíquica” por “psíquica o intelectual”.


- Iniciar con mayúscula la denominación “Secretaría Regional Ministerial”.


- Escribir en plural las palabras “Enfermedad Mental”.


- Eliminar la frase “no podrá ser objeto de represalias” y la coma que la antecede.

Artículo 18


Ha pasado a ser artículo 20, con las siguientes enmiendas:


- En el encabezado, sustituir la expresión “intelectual o psíquica” por “psíquica o intelectual”.


- También en el encabezado, reemplazar la frase “estándares de atención que garanticen”, por la siguiente: “los estándares de atención que a continuación se indican”.


- En el numeral 1, reemplazar la palabra “acreditados” por la expresión “de salud” y sustituir la frase “la ley N° 19.966, que establece un régimen de garantías en salud”, por la siguiente: “el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006”.


- En el numeral 2, intercalar entre las expresiones “a cargo de la” y “salud mental”, las palabras “atención de”, y agregar a continuación del punto final, que pasa a ser coma, la frase: “en conformidad con la normativa sobre certificación y registro de profesionales en salud de la Superintendencia de Salud.”.

- Suprimir el numeral 3, reordenando los siguientes numerales de manera correlativa.


- Sustituir el numeral 4, que ha pasado a ser 3, por el siguiente:


“3. Que se proporcione a estas personas un tratamiento en base a la mejor evidencia científica disponible y a criterios de costo-efectividad, en relación al mejoramiento de la salud y bienestar integral de la persona.”.


- Reemplazar el numeral 6, que ha pasado a ser 5, por el siguiente:


“5. La incorporación de familiares y otras personas significativas que puedan dar asistencia especial o participen del proceso de recuperación, si ello es consentido por la persona, especialmente en el caso de niños, niñas y adolescentes, con el objetivo de fortalecer su inclusión social.”.


- Insertar a continuación los siguientes numerales 6 y 7, nuevos:


“6. La atención de salud no podrá dar lugar a discriminación respecto de otras enfermedades, en relación a cobertura de prestaciones y tasa de aceptación de licencias médicas.


7.- No podrá existir discriminación en cuanto a la existencia de servicios en la red de atención de salud, siendo estos necesarios para la acreditación sanitaria.”.

- - - - - -


- Intercalar enseguida el siguiente artículo 21, nuevo, modificando en consecuencia la numeración de los que siguen:


“Artículo 21.- El manejo de conductas perturbadoras o agresivas que pongan a la persona en condiciones de riesgo real e inminente y que amenacen la integridad o la vida de sí mismo o terceros, debe hacerse con estricto respeto a los derechos humanos, incorporando estrategias y protocolos para prevenir su ocurrencia, y considerando la voluntad y preferencias expresadas por la persona para el manejo de las mismas, pudiendo sólo aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, siempre que no exista otra alternativa menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en relación a la conducta perturbadora. 


Los equipos tratantes deben acompañar a las personas durante estas situaciones, sobre la base de una contención emocional y ambiental. En caso de utilizar la contención física, mecánica, farmacológica y de observación continua en sala individual, éstas sólo podrán aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, y durante el tiempo estrictamente necesario, empleando todos los medios para minimizar sus efectos nocivos en la integridad física y psíquica del paciente. En ningún caso las acciones de contención pueden significar torturas, apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Durante el empleo de las mismas, la persona tendrá garantizada la supervisión médica permanente.


De todo lo actuado en el uso de estas medidas se dejará registro en la ficha clínica, se informará a la autoridad sanitaria, a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y a un pariente o representante de la persona, de la forma establecida en el reglamento. De la aplicación de estas medidas y de aquellas que restrinjan temporalmente la comunicación o contacto con las visitas, se podrá solicitar su revisión a la Comisión Regional que corresponda. En el caso de las personas hospitalizadas de forma involuntaria, éstas medidas se pondrán en conocimiento también del Juzgado de Letras competente respectivo para efectos de lo establecido en el artículo 14 de la presente ley.


Mediante un reglamento expedido por el Ministerio de Salud se establecerán las normas adecuadas para el manejo de las conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieran tener en establecimientos de salud y el respeto por sus derechos en la atención de salud.”.

- - - - - -

Título IV


- Sustituir el epígrafe por el siguiente:

“Derechos de los familiares y de quienes apoyen a personas 

con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual”

Artículo 19


Pasa a ser artículo 22, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar la frase “las personas que cuidan y apoyan”, por la siguiente: “quienes apoyen”, e intercalar entre las palabras “labor de” y “cuidado,” el vocablo “apoyo”.

Artículo 20

Pasa a ser artículo 23, con las siguientes enmiendas:


- Reemplazar la preposición “de”, que figura a continuación de los vocablos “Los familiares”, por la expresión “y quienes apoyen a”, suprimir la coma que sigue a la expresión “inclusión social” e intercalar entre las palabras “a quienes” y “cuidan,” la expresión “apoyan y”.

Artículo 21


- Pasa a ser artículo 24, con la siguiente enmienda: sustituir la conjunción “o”, ubicada entre las palabras “mental” y “discapacidad”, por una coma.

Artículo 22


Pasa a ser artículo 25, con las siguientes enmiendas:


- En el numeral 1, eliminar la conjunción “y” que aparece en las expresiones “punto y aparte” y “punto y seguido”, agregar a continuación de las palabras “todo niño”, las siguientes: “niña y adolescente”, precedidas de una coma.


- Reemplazar el numeral 2, por el siguiente:


 “2. Agréganse en el artículo 14 los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“Sin perjuicio de las facultades de los padres o del representante legal para otorgar el consentimiento en materia de salud en representación de los menores de edad competentes, todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser oído respecto de los tratamientos que se le aplican y a optar entre las alternativas que éstos otorguen, según la situación lo permita, tomando en consideración su edad, madurez, desarrollo mental y su estado afectivo y psicológico. Deberá dejarse constancia de que el niño, niña o adolescente ha sido informado y se le ha oído.


En el caso de una investigación científica biomédica en el ser humano y sus aplicaciones clínicas, la negativa de un niño, niña o adolescente a participar o continuar en ella debe ser respetada. Si ya ha sido iniciada, se le debe informar de los riesgos de retirarse anticipadamente de ella.”.”.


- Reemplazar el numeral 3, por el siguiente:


“3. Suprímense los artículos 25 y 26.”.


- Suprimir el numeral 4, adecuando en consecuencia la numeración de los que siguen.


- En el numeral 6, que ha pasado a ser 5, introducir las siguientes enmiendas:


- En el inciso primero del artículo 28, agregar la siguiente oración final: “En estos casos, no se podrá involucrar en investigación sin consentimiento a una persona cuya condición de salud sea tratable de modo que pueda recobrar su capacidad de consentir.”.


- En el inciso segundo del mismo artículo, insertar a continuación del punto seguido que figura luego de la expresión “manifestar su preferencia”, la siguiente oración: “Se deberá acreditar que la investigación involucra un potencial beneficio directo para la persona y que la investigación implica riesgos mínimos para ella.”.


- En el mismo inciso segundo, iniciar con mayúscula la denominación “Secretaría Regional Ministerial”.


- En el inciso tercero del citado artículo 28, sustituir la palabra final “mismo”, por el término “proyecto”.


- En el inciso cuarto, reemplazar la expresión “manifestación de”, la segunda vez que figura, por la palabra “manifestar”.


- En el inciso quinto, intercalar la expresión “o psiquiátrica” entre el vocablo “neurodegenerativa” y “podrán” y agregar al final, sustituyendo el punto por una coma, la siguiente frase: “cuando no estén en condiciones de consentir o expresar preferencia.”.
- - - - -


- Insertar a continuación los siguientes artículos 26, 27 y 28, nuevos:


“Artículo 26.- Prohíbese la creación de nuevos establecimientos psiquiátricos asilares o de atención segregada en salud mental.


Asimismo, queda prohibida la internación de personas en los establecimientos psiquiátricos asilares existentes.


Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Salud y las normas técnicas pertinentes establecerán las condiciones, requisitos y mecanismos que sean necesarios para el cumplimiento de todos aquellos asuntos establecidos en la presente ley.


Artículo 28.  Las infracciones a esta ley podrán ser reclamadas de conformidad a los procedimientos establecidos en el Título IV de la Ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tiene las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud.”.”.
- - - - -

TEXTO DEL PROYECTO 

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:
“DEL RECONOCIMIENTO Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS EN LA ATENCIÓN DE SALUD MENTAL

Título I

Disposiciones generales


Artículo 1.- Esta ley tiene por finalidad reconocer y proteger los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual, en especial, su derecho a la libertad personal, a la integridad física y psíquica, al cuidado sanitario y a la inclusión social y laboral.


El pleno goce de los derechos humanos de estas personas se garantiza en el marco de la Constitución Política de la República y de los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes. Estos instrumentos constituyen derechos fundamentales y es, por tanto, deber del Estado respetarlos, promoverlos y garantizarlos.


Artículo 2.- Para los efectos de esta ley se entenderá por salud mental un estado de bienestar en el que la persona es consciente de sus propias capacidades, puede realizarlas, puede afrontar las tensiones normales de la vida, trabajar y contribuir a su comunidad. En el caso de niños, niñas y adolescentes, la salud mental consiste en la capacidad de alcanzar y mantener un grado óptimo de funcionamiento y bienestar psicológico.


La salud mental está determinada por factores culturales, históricos, socioeconómicos, biológicos y psicológicos, cuya preservación y mejoramiento implica una construcción social esencialmente evolutiva y vinculada a la protección y ejercicio de sus derechos. 

Para los efectos de esta ley se entenderá por enfermedad o trastorno mental una condición mórbida que presente una determinada persona, afectando en intensidades variables el funcionamiento de la mente, el organismo, la personalidad y la interacción social, en forma transitoria o permanente.

Persona con discapacidad psíquica o intelectual es aquella que, teniendo una o más deficiencias mentales, sea por causas psíquicas o intelectuales, de carácter temporal o permanente, al interactuar con diversas barreras presentes en el entorno, ve impedida o restringida su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.


Artículo 3.- La aplicación de la presente ley se regirá por los siguientes principios:


a) El reconocimiento a la persona de manera integral, considerando sus aspectos biológicos, psicológicos, sociales y culturales, como constituyentes y determinantes de su unidad singular.


b) El respeto a la dignidad inherente de la persona humana, la autonomía individual, la libertad para tomar sus propias decisiones y la independencia de las personas.


c) La igualdad ante la ley, la no discriminación arbitraria, con respeto y aceptación de la diversidad de las personas, como parte de la condición humana y la igualdad de género.


d) La promoción de la salud mental, con énfasis en los factores determinantes del entorno y los estilos de vida de la población.


e) La participación e inclusión plena y efectiva de las personas en la vida social.


f) El respeto al desarrollo de las facultades de niños, niñas y adolescentes, y su derecho a la autonomía progresiva y a preservar y desarrollar su identidad.


g) La equidad en el acceso, continuidad y oportunidad de las prestaciones de salud mental, otorgándoles el mismo trato que a las prestaciones de salud física.


h) El derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad; a la protección de la integridad personal; a no ser sometido a tratos crueles, inhumanos o degradantes, y el derecho a gozar del más alto nivel posible de salud, sin discriminación por motivos de discapacidad, así como los demás derechos garantizados a las personas en la Constitución Política de la República y en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


i) La accesibilidad universal, tal como la define la ley N° 20.422.


Artículo 4.- Las personas tienen derecho a ejercer el consentimiento libre e informado respecto a tratamientos o alternativas terapéuticas que les sean propuestos. Para tal efecto, se articularán apoyos para la toma de decisiones, con el objetivo de resguardar su voluntad y preferencias.


Desde el primer ingreso de la persona a un servicio de atención en salud mental, ambulatorio u hospitalario, será obligación del establecimiento integrarla a un plan de consentimiento libre e informado, como parte de un proceso permanente de acceso a información para la toma de decisiones en salud mental.


Los equipos interdisciplinarios promoverán el ejercicio del consentimiento libre e informado, debiendo entregar información suficiente, continua y en lenguaje comprensible para la persona, teniendo en cuenta su singularidad biopsicosocial y cultural, sobre los beneficios, riesgos y posibles efectos adversos asociados, a corto, mediano y largo plazo, en las alternativas terapéuticas propuestas, así como el derecho a no aceptarlas o a cambiar su decisión durante el tratamiento.


Los equipos de salud promoverán el resguardo de la voluntad y preferencias de la persona. Para tal efecto, dispondrán la utilización de declaraciones de voluntad anticipadas, de planes de intervención en casos de crisis psicoemocional, y de otras herramientas de resguardo, con el objetivo de hacer primar la voluntad y preferencias de la persona en el evento de afecciones futuras y graves a su capacidad mental, que impidan manifestar consentimiento.

Complementariamente, la persona podrá designar a uno o más acompañantes para la toma de decisiones, quienes le asistirán, cuando sea necesario, a ponderar las alternativas terapéuticas disponibles para la recuperación de su salud mental.


Cuando, conforme con el artículo 15 de la ley 
N° 20.584, no se pueda otorgar el consentimiento para una determinada acción de salud, se deberá dejar siempre constancia escrita de tal circunstancia en la ficha clínica, la que también deberá ser suscrita por el jefe del servicio clínico o quien lo reemplace.


Artículo 5.- El Estado promoverá la atención interdisciplinaria en salud mental, con personal debidamente capacitado y acreditado por la autoridad sanitaria competente. Se incluyen las áreas de psiquiatría, psicología, trabajo social, enfermería y demás disciplinas pertinentes.


Se promoverá, además, la incorporación de personas usuarias de los servicios y personas con discapacidad, en los equipos de acompañamiento terapéutico y recuperación.

El proceso de atención en salud mental debe realizarse preferentemente de forma ambulatoria o de atención domiciliaria, en los niveles primario y secundario de salud, con personal interdisciplinario, y estar encaminado al reforzamiento y desarrollo de los lazos sociales, la inclusión y la participación de la persona en la vida social.

La hospitalización siquiátrica se entiende como un recurso excepcional y esencialmente transitorio.

Artículo 6.- Los comités de ética de los establecimientos de salud, la Comisión Nacional y las Comisiones Regionales de Protección de Derechos de Personas con Enfermedades Mentales deberán ajustar su labor a las disposiciones de la presente ley, promoviendo y vigilando la armonización de las prácticas institucionales con un enfoque de derechos humanos en discapacidad y salud mental.

Artículo 7.- El diagnóstico del estado de salud mental debe establecerse conforme dicte la técnica clínica, considerando variables biopsicosociales. No puede basarse en criterios relacionados con el grupo político, socioeconómico, cultural, racial o religioso de la persona, ni con su identidad u orientación sexual, entre otros. Tampoco será determinante el antecedente de la hospitalización psiquiátrica previa de la persona que se encuentre o se haya encontrado en tratamiento psicológico o psiquiátrico.


Artículo 8.- Las consecuencias en la salud mental que son producto de la violencia y discriminación que pueda afectar a grupos vulnerables en el ejercicio de sus derechos, deben abordarse desde las perspectivas de derechos, de género y de pertinencia cultural, según corresponda. Ante la existencia de indicios de posible vulneración por motivo de violencia física, psíquica, sexual, de género, económica u otra, se dará prioridad a la atención y detección de aquellas circunstancias, resguardando a la persona de las injerencias del entorno que pudieran estar contribuyendo a afectar su salud mental.


Junto con proporcionar la atención en salud, se realizará la denuncia ante la autoridad competente, de ser procedente, y se vinculará a la persona con redes de apoyo social y legal.

Título II
De los derechos de las personas con discapacidad psíquica o intelectual y de las personas usuarias de los servicios de salud mental

Artículo 9.- La persona con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual es titular de los derechos que garantiza la Constitución Política de la República. En especial, esta ley le asegura los siguientes derechos:


1. A ser reconocida siempre como sujeto de derechos.


2. A participar socialmente y a ser apoyada para ello, en caso necesario.


3. A que se vele especialmente por el respeto a su derecho a la vida privada, a la libertad de comunicación y a la libertad personal.


4. A participar activamente en su plan de tratamiento, habiendo expresado su consentimiento libre e informado. Las personas que tengan limitaciones para expresar su voluntad y preferencias deberán ser asistidas para ello. En caso alguno de podrá realizar algún tratamiento sin considerar su voluntad y preferencias.


5. A que para toda intervención médica o científica de carácter invasivo o irreversible, incluidas las de carácter psiquiátrico, manifieste su consentimiento libre e informado, salvo que se encuentre en el caso de la letra b) del artículo 15 de la ley N° 20.584.


6. A que se reconozcan y garanticen sus derechos sexuales y reproductivos, a ejercerlos dentro del ámbito de su autonomía, a que le sean garantizadas condiciones de accesibilidad y a recibir apoyo y orientación para su ejercicio, sin discriminación en atención a su condición. 


7. A no ser esterilizada sin su consentimiento libre e informado. Queda prohibida la esterilización de niños, niñas y adolescentes o como medida de control de fertilidad.


Cuando la persona no pueda manifestar su voluntad o no sea posible desprender su preferencia o se trate de un niño, niña o adolescente, sólo se utilizarán métodos anticonceptivos reversibles. 


8. A recibir atención sanitaria integral y humanizada y al acceso igualitario y equitativo a las prestaciones necesarias para asegurar la recuperación y preservación de la salud.


9. A recibir una atención con enfoque de derechos. Los establecimientos que otorguen prestaciones psiquiátricas en la modalidad de atención cerrada deberán contar con un comité de ética, conforme lo dispone el artículo 20 de la ley N° 20.584.


10. A recibir tratamiento con la alternativa terapéutica más efectiva y segura y que menos restrinja sus derechos y libertades, promoviendo la integración familiar, laboral y comunitaria.


11. A que su condición de salud mental no sea considerada inmodificable.


12. A recibir contraprestación pecuniaria por su participación en actividades realizadas en el marco de las terapias, que impliquen producción de objetos, obras o servicios que sean comercializados.


13. A recibir educación a nivel individual y familiar sobre su condición de salud y sobre las formas de autocuidado y a ser acompañada durante el proceso de recuperación por sus familiares o por quien la persona libremente designe.


14. A que su información y datos personales sean protegidos de conformidad con la ley N° 19.628.


15. A no ser discriminado por padecer o haber padecido una enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual.


16. A no sufrir discriminación por su condición en cuanto a prestaciones o coberturas de salud, así como en su inclusión educacional o laboral.


El listado de derechos contemplado en este artículo debe ser publicado por todos los prestadores que otorguen prestaciones de salud mental, conforme a las especificaciones que el Ministerio de Salud disponga a través de una norma técnica.

Artículo 10.- La prescripción y administración de medicación psiquiátrica se realizará exclusivamente con fines terapéuticos. La prescripción de medicamentos sólo puede realizarse a partir de evaluaciones profesionales pertinentes, debiendo la persona ser atendida periódicamente por el profesional competente.

Título III

De la naturaleza y requisitos de la hospitalización psiquiátrica


Artículo 11.- La hospitalización psiquiátrica es una medida terapéutica excepcional y esencialmente transitoria, que sólo se justifica si garantiza un mayor aporte y beneficios terapéuticos en comparación con el resto de las intervenciones posibles, dentro del entorno familiar, comunitario o social de la persona, con una visión interdisciplinaria y restringida al tiempo estrictamente necesario. Se promoverá el mantenimiento de vínculos y comunicación de las personas hospitalizadas con sus familiares y su entorno social.

Artículo 12.- Sin perjuicio de la relevancia de los factores sociales en la aparición, evolución y tratamiento de los problemas de salud mental, la hospitalización psiquiátrica no podrá indicarse para dar solución a problemas sociales, de vivienda o de cualquier otra índole que no sea principalmente sanitaria.


Ninguna persona podrá permanecer hospitalizada indefinidamente en razón de su discapacidad y condiciones sociales. Es obligación del prestador agotar todas las instancias que correspondan, con la finalidad de resguardar el derecho del paciente a vivir en forma independiente y a ser incluido en la comunidad.


Artículo 13.- La hospitalización psiquiátrica involuntaria afecta el derecho a la libertad de las personas, por lo que sólo procederá cuando no sea posible un tratamiento ambulatorio y exista una situación real de riesgo cierto e inminente para la vida o la integridad de la persona o de terceros. De ningún modo la hospitalización psiquiátrica involuntaria puede deberse a la condición de discapacidad de la persona. Para que proceda, se requiere que se cumplan copulativamente las siguientes condiciones, que deberán constar en la ficha clínica:


1. Una prescripción que recomiende la hospitalización, suscrita por dos profesionales de distintas disciplinas, que cuenten con las competencias específicas requeridas, uno de los cuales siempre deberá ser un médico cirujano, de preferencia psiquiatra. Los profesionales no podrán tener con la persona una relación de parentesco ni interés de algún tipo. 


2. La inexistencia de una alternativa menos restrictiva y más eficaz para el tratamiento del paciente o la protección de terceros.


3. Un informe acerca de las acciones de salud implementadas previamente, si las hubiere. 


4. Que tenga una finalidad exclusivamente terapéutica.


5. Que se señale expresamente el plazo de la hospitalización involuntaria y el tratamiento a seguir. La hospitalización involuntaria deberá ser por el menor tiempo posible y de ningún modo indefinida, y deberá realizarse en unidades de hospitalización destinadas al tratamiento intensivo de personas con enfermedad mental. En el caso que no existan dichas unidades en el territorio correspondiente al domicilio del paciente, este podrá ser derivado a otro establecimiento hospitalario de la red pública de salud, más cercano a su domicilio, que cuente con la disponibilidad para realizar el tratamiento intensivo, en conformidad con lo establecido en un reglamento emitido por el Ministerio de Salud.


6. Informar a la autoridad sanitaria competente y a algún pariente o representante de la persona, respecto de la hospitalización involuntaria, en la forma que el reglamento lo determine.


Artículo 14.- Transcurridas 72 horas desde la hospitalización involuntaria, si se mantienen todas las condiciones que la hicieron procedente y se estima necesario prolongarla, la autoridad sanitaria solicitará su revisión al Juzgado de Letras competente del lugar donde se encuentre el establecimiento de salud respectivo, entregando al tribunal todos los antecedentes que le permitan analizar el caso, debiendo incluir un informe del equipo médico tratante que justifique la prolongación de la hospitalización involuntaria. 


El Juzgado de Letras respectivo, en el plazo de tres días hábiles contados desde la presentación de la solicitud, deberá resolver si se cumple con los requisitos de legalidad establecidos en el artículo 13 de la presente ley.


En caso de ser necesario, el Juzgado de Letras podrá, dentro del plazo de tres días hábiles, oficiar, solicitando informes complementarios a los profesionales tratantes y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales. Dichos informes deberán ser entregados al tribunal en el plazo de cinco días hábiles. Será el Servicio de Salud respectivo quién tramite dichos oficios.


Transcurridos los plazos señalados anteriormente, según corresponda, y en caso de no cumplirse con los requisitos de legalidad establecidos en el artículo 13, el Juez de Letras correspondiente deberá resolver, ordenando la cesación de la hospitalización psiquiátrica involuntaria.


Cada treinta días corridos contados desde la última revisión por parte del Juez de Letras respectivo, y siempre que el equipo médico estimare que es necesario prolongarla, este deberá enviar al tribunal, dentro de las 24 horas siguientes al cumplimiento de dicho plazo, una actualización de los antecedentes señalados en el inciso primero, que den cuenta de la evolución de la persona hospitalizada.


Recibido el informe, el tribunal deberá revisar los nuevos antecedentes en conformidad con lo establecido en este artículo.


En cualquier momento el Juez de Letras podrá disponer el alta hospitalaria inmediata, si es que no se cumplen los requisitos legales contemplados en el artículo 13 de la presente ley.


Artículo 15.- La persona hospitalizada involuntariamente o su representante legal tienen siempre derecho a nombrar un abogado. Si el paciente o su representante legal no lo hubieren hecho, se le proporcionará defensa letrada por parte de la Corporación de Asistencia Judicial competente o de las clínicas jurídicas de las universitarias acreditadas. 


La persona hospitalizada tendrá siempre derecho a comunicarse con su abogado. En ningún caso podrá limitarse dicha comunicación. 


El paciente o su representante legal podrán oponerse a la hospitalización involuntaria en cualquier momento y solicitar a la Corte de Apelaciones que ordene el alta hospitalaria. 

Artículo 16.- En el caso de hospitalización involuntaria, el alta o permiso de salida es una facultad del equipo de salud. El equipo de salud deberá ofrecer a la persona continuar su hospitalización en forma voluntaria o bien su alta hospitalaria, tan pronto cese la situación de riesgo cierto e inminente para ella o para terceros. Esta situación deberá informarse a la autoridad sanitaria y a algún pariente o representante de la persona, respecto del alta o permiso de salida, en la forma que determine el reglamento.

Artículo 17.- En ningún caso se podrá someter a una persona hospitalizada en forma involuntaria a procedimientos o tratamientos irreversibles, tales como esterilización o psicocirugía.


Artículo 18.- La persona hospitalizada bajo su consentimiento podrá en cualquier momento decidir por sí misma el término de su hospitalización. Cuando la hospitalización voluntaria se prolongue por más de treinta días corridos, la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y el equipo de salud a cargo deberán comunicarlo de inmediato al Juzgado de Letras competente, para que éste la revise de conformidad al procedimiento establecido en el artículo 14 de la presente ley.

Artículo 19.- Con el fin de garantizar los derechos humanos de las personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual, los integrantes profesionales y no profesionales del equipo de salud serán responsables de informar a la Secretaría Regional Ministerial de Salud y a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales, sobre cualquier sospecha de irregularidad que implique un trato indigno o inhumano a personas bajo tratamiento o una limitación indebida de su autonomía. El funcionario podrá actuar bajo reserva de identidad y no se considerará que ha incurrido en violación del secreto profesional. La sola comunicación a un superior jerárquico dentro de la institución no releva al equipo de salud de tal responsabilidad, si la situación irregular persiste.


Artículo 20.- El tratamiento de las personas con enfermedades o trastornos mentales o con discapacidad psíquica o intelectual se realizará con apego a los estándares de atención que a continuación se indican:


1. Que la atención de salud se realice en establecimientos de salud de conformidad con el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006.


2. La certificación de las competencias de los profesionales a cargo de la atención de salud mental y la revalidación de dichas competencias, en conformidad con la normativa sobre certificación y registro de profesionales en salud de la Superintendencia de Salud.

3. Que se proporcione a estas personas un tratamiento en base a la mejor evidencia científica disponible y a criterios de costo-efectividad, en relación al mejoramiento de la salud y bienestar integral de la persona.


4. Que las instalaciones para la atención ambulatoria y hospitalaria cumplan con la autorización sanitaria.


5. La incorporación de familiares y otras personas significativas que puedan dar asistencia especial o participen del proceso de recuperación, si ello es consentido por la persona, especialmente en el caso de niños, niñas y adolescentes, con el objetivo de fortalecer su inclusión social.


6. La atención de salud no podrá imponer discriminación respecto de otras enfermedades, en relación a cobertura de prestaciones y tasa de aceptación de licencias médicas.


7.- No podrá existir discriminación en cuanto a la existencia de servicios en la red de atención de salud, siendo estos necesarios para la acreditación sanitaria.


Artículo 21.- El manejo de conductas perturbadoras o agresivas que pongan a la persona en condiciones de riesgo real e inminente y que amenacen la integridad o la vida de sí mismo o terceros, debe hacerse con estricto respeto a los derechos humanos, incorporando estrategias y protocolos para prevenir su ocurrencia, y considerando la voluntad y preferencias expresadas por la persona para el manejo de las mismas, pudiendo sólo aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, siempre que no exista otra alternativa menos restrictiva y que la necesidad de su aplicación fuere proporcional en relación a la conducta perturbadora. 


Los equipos tratantes deben acompañar a las personas durante estas situaciones, sobre la base de una contención emocional y ambiental. En caso de utilizar la contención física, mecánica, farmacológica y de observación continua en sala individual, éstas sólo podrán aplicarse en los casos en que concurra indicación terapéutica acreditada por un médico, y durante el tiempo estrictamente necesario, empleando todos los medios para minimizar sus efectos nocivos en la integridad física y psíquica del paciente. En ningún caso las acciones de contención pueden significar torturas, apremios ilegítimos u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. Durante el empleo de las mismas, la persona tendrá garantizada la supervisión médica permanente.


De todo lo actuado en el uso de estas medidas se dejará registro en la ficha clínica, se informará a la autoridad sanitaria, a la Comisión Regional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales y a un pariente o representante de la persona, de la forma establecida en el reglamento. De la aplicación de estas medidas y de aquellas que restrinjan temporalmente la comunicación o contacto con las visitas, se podrá solicitar su revisión a la Comisión Regional que corresponda. En el caso de las personas hospitalizadas de forma involuntaria, éstas medidas se pondrán en conocimiento también del Juzgado de Letras competente respectivo para efectos de lo establecido en el artículo 14 de la presente ley.


Mediante un reglamento expedido por el Ministerio de Salud se establecerán las normas adecuadas para el manejo de las conductas perturbadoras o agresivas que las personas con discapacidad psíquica o intelectual pudieran tener en establecimientos de salud y el respeto por sus derechos en la atención de salud.

Título IV

Derechos de los familiares y de quienes apoyen a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual


Artículo 22.- Los familiares y quienes apoyen a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual tienen derecho a recibir información general sobre las mejores maneras de ejercer la labor de apoyo y cuidado, tales como contenidos psicoeducativos sobre las enfermedades mentales, la discapacidad y sus tratamientos.


Artículo 23.- Los familiares y quienes apoyen a personas con enfermedad mental o discapacidad psíquica o intelectual tienen derecho a organizarse para abogar por sus necesidades y las de las personas a quienes apoyan y cuidan, a crear instancias comunitarias que promuevan la inclusión social y a denunciar situaciones que resulten violatorias de los derechos humanos.

Título V

De la Inclusión Social


Artículo 24.- La articulación intersectorial del Estado deberá incluir acciones permanentes para la cabal inclusión social de las personas con enfermedad mental, discapacidad psíquica o intelectual.

Título VI

Modificaciones legales


Artículo 25.- Modifícase la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, de la siguiente manera:


1. Incorpórase en el inciso primero del artículo 10, luego del punto aparte que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Asimismo, todo niño, niña y adolescente tiene derecho a recibir información sobre su enfermedad y la forma en que se realizará su tratamiento, adaptada a su edad, desarrollo mental y estado afectivo y psicológico.”. 


2. Agréganse en el artículo 14 los siguientes incisos quinto y sexto, nuevos:


“Sin perjuicio de las facultades de los padres o del representante legal para otorgar el consentimiento en materia de salud en representación de los menores de edad competentes, todo niño, niña y adolescente tiene derecho a ser oído respecto de los tratamientos que se le aplican y a optar entre las alternativas que éstos otorguen, según la situación lo permita, tomando en consideración su edad, madurez, desarrollo mental y su estado afectivo y psicológico. Deberá dejarse constancia de que el niño, niña o adolescente ha sido informado y se le ha oído.


En el caso de una investigación científica biomédica en el ser humano y sus aplicaciones clínicas, la negativa de un niño o adolescente a participar o continuar en ella debe ser respetada. Si ya ha sido iniciada, se le debe informar de los riesgos de retirarse anticipadamente de ella.”.


3. Suprímense los artículos 25 y 26.


4. Suprímese el artículo 27.


5. Sustitúyese el artículo 28 por el siguiente:


“Artículo 28.- No se podrá desarrollar investigación biomédica en adultos que no son capaces física o mentalmente de expresar su consentimiento o de los que no es posible conocer su preferencia, a menos que la condición física o mental que impide otorgar el consentimiento informado o expresar su preferencia sea una característica necesaria del grupo investigado. En estos casos, no se podrá involucrar en investigación sin consentimiento a una persona cuya condición de salud sea tratable de modo que pueda recobrar su capacidad de consentir.

En estas circunstancias, además de dar cabal cumplimiento a las normas contenidas en la ley N° 20.120, sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana, y en el Código Sanitario, según corresponda, el protocolo de la investigación deberá contener las razones específicas para incluir a individuos con una enfermedad que no les permite expresar su consentimiento o manifestar su preferencia. Se deberá acreditar que la investigación involucra un potencial beneficio directo para la persona e implica riesgos mínimos para ella. Asimismo, se deberá contar previamente con el informe favorable de un comité ético científico acreditado y con la autorización de la Secretaría Regional Ministerial de Salud.


En esos casos, los miembros del comité que evalúe el proyecto no podrán encontrarse vinculados directa ni indirectamente con el centro o institución en el cual se desarrollará la investigación, ni con el investigador principal o el patrocinador del proyecto.


Se deberá obtener a la brevedad el consentimiento o manifestación de preferencia de la persona que haya recuperado su capacidad física o mental para otorgar dicho consentimiento o manifestar su preferencia. 


Las personas con enfermedad neurodegenerativa o psiquiátrica podrán otorgar anticipadamente su consentimiento informado para ser sujetos de ensayo en investigaciones futuras, cuando no estén en condiciones de consentir o expresar preferencia.

La investigación biomédica en personas menores de edad se regirá por lo dispuesto en la ley N° 20.120. Con todo, deberá respetarse su negativa a participar o continuar en la investigación.”.


Artículo 26.- Prohíbese la creación de nuevos establecimientos psiquiátricos asilares o de atención segregada en salud mental.


Asimismo, queda prohibida la internación de personas en los establecimientos psiquiátricos asilares existentes.


Artículo 27.- Un reglamento del Ministerio de Salud y las normas técnicas pertinentes establecerán las condiciones, requisitos y mecanismos que sean necesarios para el cumplimiento de todos aquellos asuntos establecidos en la presente ley.


Artículo 28.  Las infracciones a esta ley podrán ser reclamadas de conformidad a los procedimientos establecidos en el Título IV de la Ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tiene las personas en relación con acciones vinculadas a su atención de salud.”.
- - - - -


Acordado en sesiones de fechas 11 de junio de 2019, con asistencia de los Honorables Senadores señor Rabindranath Quinteros Lara (Presidente), señoras Carolina Goic Boroevic y Jacqueline Van Rysselberghe Herrera y señores Francisco Chahuán Chahuán; 18 de junio de 2019, con asistencia de los Honorables Senadores señor Rabindranath Quinteros Lara (Presidente), señora Carolina Goic Boroevic y señores Francisco Chahuán y Guido Girardi Lavín; 12 de agosto de 2019,  con asistencia de los Honorables Senadores señor Rabindranath Quinteros Lara (Presidente), señora Carolina Goic Boroevic y señores Francisco Chahuán y Guido Girardi Lavín; 28 de julio de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Carolina Goic Boroevic (Presidenta) y Luz Eliana Ebensperger Orrego y señores Francisco Chahuán, Guido Girardi Lavín y Rabindranath Quinteros Lara, y 04 y 18 de agosto de 2020, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Carolina Goic Boroevic (Presidente) y Ena Von Baer Jahn y señores Francisco Chahuán Chahuán, Guido Girardi Lavín y Rabindranath Quinteros Lara.

Valparaíso, 26 de agosto de 2020.

Consultados los miembros de la Comisión sobre el presente informe, manifestaron su conformidad con él, ante el Secretario que suscribe, mediante vías electrónicas o telefónicamente.
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FERNANDO SOFFIA CONTRERAS
Secretario de la Comisión
RESUMEN EJECUTIVO

NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE PROTECCIÓN DE LA SALUD MENTAL.
(BOLETINES Nºs 10.563-11 Y 10.755-11, REFUNDIDOS)

I. PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: El proyecto de ley aprobado en particular por la Comisión de Salud tiene por objetivo reconocer y garantizar los derechos fundamentales de las personas con enfermedad mental y de quienes experimentan una discapacidad intelectual o síquica, desarrollando y complementando las normas constitucionales y legales chilenas que los consagran, así como las normas incluidas en instrumentos internacionales suscritos por Chile. También regula algunos derechos de los familiares y cuidadores de dichas personas.
II ACUERDOS: Indicaciones:
	1
	rechazada (3 x 0)

	2
	aprobada (3 x 0)

	3 
	aprobada (3 x 0)

	4
	rechazada (3 x 0)

	5 
	aprobada subsumida (3 x 0)

	6 
	aprobada con modificaciones (3 x 0)

	7 
	aprobada (3 x 0)

	8 
	aprobada (3 x 0)

	9 
	rechazada (3 x 0)

	10 
	rechazada (3 x 0)

	11 
	rechazada (3 x 0)

	12 
	aprobada (3 x 0)

	13 
	aprobada (3 x 0)

	14
	aprobada (3 x 0)

	15 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	16 
	aprobada con modificaciones (3 x 0)

	17 
	aprobada con modificaciones (3 x 0)

	18 
	aprobada con modificaciones (3 x 0)

	19 
	aprobada (3 x 0)

	20 
	aprobada con modificaciones (3 x 0)

	21 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	22 
	inadmisible

	23 
	letra a) aprobada (4 x 0)

letras b) y c) aprobadas 5 x 0)

	24 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	25 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	26 
	rechazada (5 x 0)

	27 
	rechazada (5 x 0)

	28 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	29 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	30 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	31 
	rechazada (5 x 0)

	32 
	rechazada (5 x 0)

	33
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	34 
	aprobada (5 x 0)

	35 
	rechazada (5 x 0)

	36 
	rechazada (5 x 0)

	37 
	rechazada (5 x 0)

	38 
	rechazada (5 x 0)

	39 
	rechazada (5 x 0)

	40 
	rechazada (5 x 0)

	41 
	aprobada (5 x 0)

	42 
	aprobada (5 x 0)

	43 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	44 
	aprobada (5 x 0)

	45 
	aprobada (5 x 0)

	46 
	aprobada (5 x 0)

	47 
	aprobada (5 x 0)

	48 
	aprobada (5 x 0)

	49 
	aprobada con modificaciones (5 x 0)

	50 
	retirada

	51 
	retirada

	52 
	aprobada (5 x 0)

	53 
	aprobada (5 x 0)

	54 
	retirada 

	55 
	aprobada (5 x 0)

	56 
	aprobada (5 x 0)

	57
	aprobada (5 x 0)


III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: El proyecto se estructura en 28 artículos permanentes.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: Se deja constancia de que tienen rango de ley orgánica constitucional, por referirse a atribuciones de los tribunales de justicia, los artículos 14, 15, 18 y 21; para su aprobación la Constitución Política de la República exige el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.

V. URGENCIA: no tiene.
VI. ORIGEN e INICIATIVA: se trata de dos mociones refundidas en la cámara de origen: una de señoras Karol Cariola Oliva, Loreto Carvajal Ambiado, Cristina Girardi Lavín y Marcela Hernando Pérez, señores Fidel Espinosa Sandoval, Iván Flores García, Fernando Meza Moncada y Víctor Torres Jeldes, y los ex Diputados señores Enrique Jaramillo Becker y Alberto Robles Pantoja y otra, de los Diputados señora Marcela Hernando Pérez, señores Juan Luis Castro González, Javier Macaya Danús y Víctor Torres Jeldes, y los ex Diputados señora Karla Rubilar Barahona, señores Claudio Alvarado Andrade, Sergio Espejo Yaksic, Nicolás Monckeberg Díaz y Jaime Pilowsky Greene.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo trámite.
VIII. INICIO DE LA TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 18 de octubre de 2017.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: nuevo segundo informe; se propone a la Sala la aprobación en particular.

X. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
- De la Constitución Política de la República, los ordinales 1°, 2°, 3°, 7°, 9° y 15° del artículo 19 y el artículo 21.

- Decreto N° 201, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2008, que promulga la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo.
- Decreto N° 570, del Ministerio de Salud, de 2000, que aprueba el reglamento para la internación de las personas con enfermedades mentales y sobre los establecimientos que la proporcionan.
- Del Código Sanitario, el Título V del Libro Cuarto, “De los ensayos clínicos de productos farmacéuticos y elementos de uso médico”, integrado por los artículos 111 A al 111 G, y el Libro VII, De la observación y reclusión de los enfermos mentales, de los alcohólicos y de los que presenten estado de dependencia de otras drogas y substancias”, compuesto por los artículos 130 a 134.
- Del Código Procesal Penal, el Título VII, Procedimiento para la aplicación exclusiva de medidas de seguridad, artículos 455 a 482.
- De la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud, el Título II, “Derechos de las personas en su atención de salud”, conformado por los artículos 4 a 32.

- La ley N° 19.966, que establece un Régimen de Garantías en Salud.

- La ley N° 19.937, que modifica el D.L. Nº 2.763, de 1979, con la finalidad de establecer una nueva concepción de la autoridad sanitaria, distintas modalidades de gestión y fortalecer la participación ciudadana.

- La ley N° 20.120, sobre la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana.

- La ley N° 18.600, sobre deficientes mentales.

- La ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.

- La ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada.

- Decreto N° 23, del Ministerio de Salud, de 2012, que crea la Comisión Nacional de Protección de los Derechos de las Personas con Enfermedades Mentales.
- - - - - -
Valparaíso, 26 de agosto de 2020.
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� Artículo 14 Libertad y seguridad de la persona. 


� Fallo de la Corte Suprema de fecha 12 de junio de 2020, en causa Rol N° 38.834-2019.


� Minuta que se encuentra disponible en la página web del Senado: � HYPERLINK "http://www.senado.cl" �www.senado.cl�





� Riesgo para la salud pública, riesgo vital o secuela funcional grave e incapacidad de manifestar la voluntad y no es posible obtenerla de su representante legal.


� El artículo 29 de la ley N° 20.584 dispone que el Ministerio de Salud debe asegurar la existencia y funcionamiento de una Comisión Nacional y una Regional en cada región del país, cuya función principal será velar por la protección de derechos y defensoría de las personas con discapacidad psíquica o intelectual en la atención de salud que reciban.


� No se puede rechazar medidas de soporte ordinario; el rechazo no puede tener como objetivo acelerar artificialmente la muerte, ni puede poner en riesgo la salud pública.


� Se incluye las modificaciones acogidas en el Segundo Informe y las aprobadas con ocasión del presente Nuevo Segundo Informe. No se consigna debajo de cada enmienda la indicación que le da origen y su votación, porque son datos que provienen de diferentes períodos y boletines de indicaciones, lo que sería introducir un factor de confusión.
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